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    Como exponen varios de los autores en este volumen, el Perú tiene ante sí serios desafíos no resueltos. Por ello, importa saber si en una cancha política como la peruana se podrán generar actores capaces de enfrentar el reto que plantean aquellos problemas que estas páginas condensan como los desafíos del siglo XXI. De la respuesta a esa pregunta clave dependerá saber si tendrá sentido o no seguir hablando de una agenda pendiente.


    luis pÁsara


    Editor


    Perú


    ante los desafíos del siglo xXi


    Wilfredo Ardito V. • Javier de Belaunde • Víctor Caballero M. • Luis Jaime Cisneros H. • Gino Costa • Julio Cotler • Óscar Dancourt • Francisco Durand • Marfil Francke • Alberto Gonzales • Salomón Lerner • Patricia Oliart • José Luis Rénique • Michael Shifter • Alfredo Torres


    [image: ]


    Perú ante los desafíos del siglo XXI


    Luis Pásara, editor


    © Luis Pásara, 2011


    © Fondo Editorial de la Pontificia Universidad Católica del Perú, 2014

    Av. Universitaria 1801, Lima 32, Perú

    Teléfono: (51 1) 626-2650

    Fax: (51 1) 626-2913

    feditor@pucp.edu.pe

    www.fondoeditorial.pucp.edu.pe


    Cuidado de la edición, diseño de cubierta y diagramación de interiores:

    Fondo Editorial PUCP


    Prohibida la reproducción de este libro por cualquier medio, total o parcialmente, sin permiso expreso de los editores.


    ISBN: 978-612-317-000-4


    A la memoria de Luis Jaime Cisneros,


    quien vivió honda y preocupadamente


    el ser peruano


    Introducción


    El volumen Perú en el siglo XXI, publicado a fines de 2008, se agotó rápidamente. Esta nueva versión se propone realizar algo más ambicioso que una simple reedición. De una parte, actualiza algunos de los textos incluidos en el primero; de otra, incorpora nuevos temas —y autores— con el objetivo de poner énfasis en los desafíos que el país, después de casi diez años de alto crecimiento económico, enfrenta al iniciar la segunda década del nuevo siglo.


    El libro está organizado en tres partes. La primera retrata seis aspectos de la realidad de la sociedad peruana del siglo XXI. El trabajo de Alfredo Torres, con base en datos duros, ofrece un perfil preciso de los peruanos de hoy, que ha sido renovado con la información disponible más reciente. Salomón Lerner, por su parte, recuerda el hecho de no haberse asumido la grave herencia ni haberse aprendido las lecciones derivadas de la época de la violencia y pone en relieve algunas de las consecuencias que se derivan de esta actitud. Ambos capítulos ponen al día textos incluidos en el primer volumen. A esos trabajos se añaden cuatro aspectos cruciales de la realidad peruana actual. Wilfredo Ardito traza un panorama de la discriminación, con especial atención al racismo, que pervive pese a la desaparición de la sociedad tradicional de rasgos oligárquicos en la cual una y otro reconocen su raíz. En ese panorama se destacan tanto los cambios legales introducidos desde municipios y regiones para combatir tales fenómenos como el papel jugado por los movimientos organizados en torno a una lucha para desterrar uno de los rasgos más distintivos y repulsivos de la sociedad peruana. Por su parte, Luis J. Cisneros Hamann aborda el papel de los medios de comunicación, la banalización de sus contenidos y los modos en los que desarrollan su influencia relativa sobre el poder, cuando diarios, televisión y radios pasan por una tendencia a la concentración bajo la propiedad de unos cuantos grupos. En seguida viene la versión revisada del trabajo de Francisco Durand, quien retoma su examen de los cambios ocurridos a lo largo de las últimas dos décadas en las elites económicas del país, ahora fuertemente marcadas por la ideología neoliberal; al tiempo que han alcanzado una notable influencia en los medios de comunicación, han desarrollado una estrategia articulada de captura del Estado pero cuentan con instituciones de gobierno débiles y enfrentan los serios problemas derivados de la exclusión social. Marfil Francke cierra esta sección al abordar el lugar alcanzado por la mujer, en medio de los cambios ocurridos en las últimas décadas, para sugerir que detrás de las llamativas alteraciones en el papel desempeñado por las mujeres —en la educación y el trabajo, entre otros ámbitos— aparecen continuidades, tanto en el imaginario social como en determinadas prácticas que niegan la igualdad declarada por discursos y leyes.


    Seis trabajos integran la segunda parte del presente volumen, dedicada a los desafíos del Estado peruano en el siglo XXI. Cuatro de ellos abordan asuntos que no fueron examinados en el primer volumen. Óscar Dancourt abre la sección con un análisis cuya tesis central sostiene que los efectos de la crisis económica 2008-2009 fueron menores en el Perú gracias a la capacidad del Banco Central de Reserva para operar sobre la demanda de divisas, en virtud del volumen de reservas acumulado en el periodo previo a la crisis. De su análisis se deduce que al Estado le corresponde una responsabilidad frente a las cíclicas crisis económicas mediante el manejo de las reservas. Alberto Gonzales replantea el desafío de la lucha contra la pobreza. Pasa revista a la reducción lograda en materia de pobreza y examina las hipótesis existentes acerca de cómo se logró tal reducción y cuáles son las limitaciones del modelo de crecimiento vigente. Desde una crítica al papel del actor gubernamental, propone nuevas líneas de actuación del Estado. Patricia Oliart examina la dramática situación de la educación pública en el país e identifica a la mediocridad y la corrupción como sus principales rasgos negativos; al mismo tiempo, registra un potencial en conocimiento acumulado sobre el tema y en redes y grupos activos en él que podrían ser bases importantes para dar un salto cualitativo, de existir en el actor gubernamental condiciones para ello. Gino Costa emprende un análisis de la seguridad pública, amenazada en los últimos treinta años por la subversión, el narcotráfico y la delincuencia común; pasa revista a las principales respuestas dadas al fenómeno y señala específicamente los desafíos correspondientes al Estado. Víctor Caballero introduce el asunto de la creciente conflictividad social desarrollada en el contexto de la regionalización del país y muestra cómo el reparto de los beneficios de la explotación de varios recursos naturales ha precipitado enfrentamientos sociales en diversos niveles. El surgimiento de dirigencias cuya base de apoyo se asienta en la reivindicación localista por encima de cualquier otra consideración, potencia un proceso que recurre cada vez más a la violencia como instrumento y tiende a la fragmentación. El trabajo de Javier de Belaunde sobre la administración de justicia concluye esta sección, actualiza el texto incluido en el primer volumen y se pregunta ahora si los males crónicos que padece este servicio público pueden encontrar remedio.


    Finalmente, la tercera parte del volumen propone tres miradas que ayuden a poner en perspectiva la realidad problemática y los exigentes desafíos que plantea esa «otra cara» del impresionante crecimiento económico y la globalización. La primera mirada es la del historiador José Luis Rénique, que enriquece su contribución publicada en el primer volumen con un sustancioso post scriptum en el que constata que «hierve el país profundo mientras las élites otean desde sus alturas las riberas del primer mundo». Michael Shifter vuelve a discutir los éxitos y los riesgos del país en el curso adoptado para unirse al proceso de globalización. Subraya que el acelerado crecimiento del Perú no es producto de un crecimiento del nivel de capital humano o de la productividad de una industria manufacturera de alto valor agregado y llama la atención respecto de la renovada dependencia de los precios de las materias primas que, con la minería a la cabeza, sostuvieron el boom de la década. Como otros autores del volumen, señala los déficits existentes tanto en la calidad y capacidad de las instituciones de gobierno como en políticas sociales —principalmente en educación y en reducción de la desigualdad— que dejan pervivir problemas a los cuales no puede darse respuesta solo mediante los incrementos en la inversión y el comercio exterior. Por último, Julio Cotler aporta sus reflexiones sobre las difíciles relaciones entre capitalismo y democracia en el Perú, que periódicamente dan lugar a tentaciones autoritarias como la que, usando como justificación la modernización globalizadora, advierte en el segundo gobierno de Alan García. Un post scriptum fechado a mediados de 2010, a un año del final de este gobierno, actualiza el enfoque respecto al publicado en el primer volumen.


    ***


    Una mirada al escenario político presente da resultados, hasta cierto punto, desalentadores respecto de la posibilidad de abordar los grandes temas pendientes del país. Enfoques ideológicos esclerotizados parecen interesados en imponer —particularmente desde los medios de comunicación— agendas de intereses particulares y, consiguientemente, estrechas maneras de ver los problemas, que creen explicar cualquier asunto a partir de visiones maniqueas en las que los buenos deben triunfar sobre los malos; todo esto, imponiendo actos de fe en el mercado o la inversión extranjera, para mencionar solo dos de los tópicos más frecuentados.


    Pero no son tanto las tesis ideológicas sino la intolerancia lo que destaca en esta ofensiva que parece buscar el exterminio —político, se entiende— de quien piensa diferente. Se corporiza así la herencia de lo que en el siglo anterior se expresó a través del antiaprismo, el combate contra un partido al que durante décadas se llamó «la amenaza comunista», haciéndose gala entonces como ahora de un uso de la confusión asentado en la ignorancia. Los sectores conservadores del país no pensaron en formar ciudadanos ni en educar a las mayorías de un país mestizo del que nunca se han sentido verdaderamente a cargo; les bastó excluirlos. Como la exclusión política no es posible ahora, se intenta el engaño, para lo que tampoco se necesita partidos: basta controlar los medios de comunicación y mentir o calumniar a través de ellos, en un país al que presumen ignorante e imaginan capaz de creer cualquier cosa. De esto resultó teñida en 2010 la campaña electoral correspondiente a las elecciones municipales y regionales, y probablemente lo estará la iniciada campaña presidencial de 2011.


    Los sectores dominantes del país nunca parecieron sentir necesidad alguna de conquistar el terreno de las ideas. Cuando se produjo «la revolución militar» de Velasco Alvarado y, luego de su fracaso, surgió Sendero Luminoso, los dos fenómenos contribuyeron, en definitiva, mucho más a generar miedo que comprensión de la realidad. Ese miedo es el que prevalece en un sector influyente del país, que probablemente lo manifestará a través de intentos manipulatorios en la campaña electoral recién iniciada, como hizo durante las semanas previas a la elección municipal de 2010 en Lima.


    Si se atiende a los temas y se identifica a los «enemigos» a quienes se persigue, la variedad es grande y va mucho más allá de los actores políticos, pero siempre los defensores de derechos humanos están en la mira. En ese renglón, un asunto que genera irritación permanente es el informe de la Comisión de la Verdad y Reconciliación, al que se descalifica de manera sistemática. Esto último es prueba de cuán ideológica es la lucha: les importa ganar la pelea para que no prevalezca una visión de la historia que no sea la suya.


    En cierta medida, pues, las elecciones de 2011 son una fase de una ofensiva mayor, en la que los intereses más poderosos pretenden asegurarse mediante la extinción de quienes organizadamente se les opongan. Es un marco en el que se desarrollan diferentes batallas; entre ellas, la de una Iglesia Católica reconquistada para sus grupos extremistas, a golpe de nombramientos episcopales hechos en el Vaticano, que busca «recuperar» la Pontificia Universidad Católica del Perú para la causa más conservadora.


    Esa trinchera ideológica tiene una franca vocación totalitaria. Sus ocupantes tratan de desenraizar toda idea que no forme parte del universo conceptual que es el suyo. De modo que la democracia en la que ellos juegan lo es solo en cuanto organiza periódicamente elecciones. De pluralismo y tolerancia, nada. Quien piense diferente, no merece un lugar. Esta agresiva intolerancia difícilmente se compadece con la aparente modernidad que el país muestra en diferentes ámbitos y que carece entonces de la base de un sector propietario moderno y en su lugar conoce a quienes solo están dispuestos a hacer prevalecer sus propios intereses.


    Si vale la pena detenerse aquí en esta circunstancia no es solo porque en esto el Perú luce a contracorriente de lo que es una América Latina cuyos principales actores vigentes han reconocido el valor del pluralismo. Además, y es lo importante a subrayar con ocasión de este volumen, el fenómeno descrito configura un marco poco propicio para debatir los problemas de fondo del país, que este libro trata de organizar y poner en la agenda pública.


    ***


    Este volumen se publica en circunstancias en las que el país es espectador de una campaña electoral que en abril de 2011 debe desembocar en la elección de otro congreso y —probablemente, en mayo— un nuevo gobierno, que deberían enfrentar los desafíos que este libro examina. Algunos observadores reiteran periódicamente la tesis de que «en el Perú cualquier cosa puede ocurrir», de lo que se deduciría que el rumbo del país se pone en juego en cada elección, posibilidad que aterra a los sectores empresariales y, en general, a quienes han disfrutado de los beneficios del crecimiento en los últimos años. Otros analistas ponen énfasis en el hecho de que, en el contexto de la globalización, un gobierno —cualquier gobierno— tiene un margen relativamente reducido de acción y, por lo tanto, son las tendencias inexorables de los mercados las que marcan el compás a seguir. Los primeros aluden al fenómeno de Ollanta Humala en las elecciones de 2006 y, detrás de él, encuentran a los fantasmas de Hugo Chávez y Evo Morales. Los segundos sugieren mirar al gobierno «socialista» de Rodríguez Zapatero en España o al del presidente Obama en Estados Unidos, maniatados ambos por el juego de factores económicos que no atinan a controlar.


    ¿Cómo se sitúan los peruanos de a pie frente el proceso electoral? Reparemos, en primer lugar, en que en las últimas elecciones presidenciales 15% de los encuestados en Lima, poco después de producida la votación por la segunda vuelta, declararon haber decidido su voto «el mismo día de la elección» (Ipsos-APOYO, junio de 2006); esta proporción, mayor en los estratos bajos y entre mujeres (18%), busca explicación en la falta de cultura cívica, el desinterés por la política o, tal vez, la desafección respecto de esta en razón de la experiencia electoral frustrante que para una parte de la ciudadanía dura ya tres décadas. Prueba aún más contundente respecto de tal desafección es la respuesta, dada a mediados de 2010, a la pregunta ¿Cuán interesado o desinteresado se encuentra usted frente a las elecciones presidenciales de 2011? La mitad de los encuestados declaró poco o ningún interés en los comicios (poco interesado, 40%; nada interesado, 10%); algo más de un tercio se consideró «interesado» y apenas 13% se declaró «muy interesado». Respecto de las recientes elecciones regionales de 2010, «poco» y «nada» interesados aumentaron hasta sumar, tres meses antes de los comicios, 56% de los entrevistados (Ipsos-APOYO, julio de 2010).


    Las encuestas hechas comparativamente en América Latina muestran que el Perú es uno de los países que albergan menor satisfacción con la democracia. En el trabajo de Ipsos-APOYO se encuentra un ejemplo de esa insatisfacción, que está vinculado a la ocasión electoral. ¿Diría que el actual Congreso de la República contribuye, perjudica o no tiene impacto en el funcionamiento de la democracia?, preguntó en octubre de 2009 una encuesta realizada en todo el país. La opción «contribuye» fue elegida por uno de cada cinco encuestados (19%; 27% en el norte, 13% en el sur); la respuesta «perjudica» correspondió a uno de cada tres entrevistados (34%; con el porcentaje más alto en el norte, 38%); y la fórmula «no tiene impacto» resultó la más elegida (41%, con una diferencia clara entre Lima, 37%, y el interior, 45%). Si se suman las respuestas negativas —el Congreso es inocuo o, peor, hace daño a la democracia— se tiene entre ellas a tres de cada cuatro encuestados (75%). Puede presumirse que, desde esta valoración, el interés por elegir al siguiente cuerpo parlamentario no debe ser muy grande.


    Como sabemos, al Perú le tocó en América Latina un papel precursor en cuanto a la desafección por los partidos políticos. En parte, gracias a esa desafección se impuso Alberto Fujimori frente a Mario Vargas Llosa en 1990 y, cultivándola, el vencedor no solo logró respaldo mayoritario para el autogolpe de 1992 sino que pudo permanecer en el poder durante más de diez años, pese a sus crímenes. La distancia respecto de los partidos se corresponde con la baja confianza ciudadana en sus líderes. Explorado por Ipsos-APOYO en mayo de 2009, el nivel de confianza en el país con respecto a nueve dirigentes políticos —incluidos Alan García, Ollanta Humala, Lourdes Flores, Luis Castañeda y Keiko Fujimori—, todos ellos obtuvieron resultados mayoritariamente desaprobatorios, provenientes de la suma de las respuestas «confía poco» y «no confía nada». En términos de confianza, solo Luis Castañeda (40%) y Keiko Fujimori (31%) lograron cierta consideración popular.


    Una de las razones de la distancia crítica que el electorado peruano guarda respecto de los partidos políticos es la falta de democracia interna en estos. La acusación sigue vigente, según una encuesta de Ipsos-APOYO realizada en febrero de 2010 con cobertura nacional. Dos de cada tres encuestados (67%) sostienen que la democracia interna no funciona en los partidos y apenas 22% contradice esa opinión. De modo que en la segunda década de este siglo, lapso que es casi el transcurrido desde la recuperación de la democracia, los partidos no ofrecen a los electores un perfil más incluyente o democrático y los líderes políticos no merecen la confianza mayoritaria.


    Estos datos, como otros, muestran un electorado poco comprometido con la política, desilusionado de ella hasta cierto punto y, en particular, poco atraído por los partidos, principales actores de ese mundo que es el de los gobiernos periódicamente elegidos, y cuyos protagonistas generan una marcada desconfianza. Tales son algunos de los rasgos del electorado que en 2011 tendrá que elegir presidente y congreso.


    En el Perú, como en la mayor parte de América Latina, el voto hasta ahora ha sido obligatorio. Algunos partidos políticos han venido amagando con la posibilidad de instituir el voto facultativo mediante una modificación constitucional o, con menos ruido, una simple modificación legal que deje sin sanción la abstención electoral. ¿De realizarse las elecciones generales de 2011 con voto facultativo o habiéndose esterilizado la renuncia a votar, estaríamos ante un panorama significativamente distinto?


    Si se consulta las preguntas realizadas por Ipsos-APOYO sobre este asunto, encontramos dos respuestas que pueden ser compatibles o, de no serlo, esconderían cierta voluntad abstencionista. De una parte, entre febrero de 2007 y septiembre de 2008, seis sondeos de opinión, de cobertura nacional, encontraron que entre 59 y 67% de los encuestados respondían que el voto debería ser voluntario o facultativo. El voto obligatorio encontró el porcentaje de respuesta favorable más alto en octubre de 2007, con 41%. De otra parte, cuando en dos ocasiones recientes se ha preguntado si en el caso de que el voto fuera facultativo el encuestado iría a votar, las respuestas afirmativas alcanzan una clara mayoría: casi dos de cada tres encuestados (63% si se suman las respuestas «definitivamente iría» y «probablemente iría») en abril de 2004 y tres de cada cuatro (77%) en noviembre de 2009. La contundencia es algo menor en el interior del país en comparación con Lima y desciende marcadamente con el nivel socio-económico.


    Un analista poco avisado podría entender que la voluntad mayoritaria de que el voto sea facultativo obedece a una cultura cívica liberal o libertaria, que es enteramente congruente con la intención, también mayoritaria, de que en tal situación el elector peruano preferiría votar. Aunque la cultura cívica peruana no ha sido objeto de estudios en profundidad y apenas contamos con datos fragmentarios provenientes de encuestas como las que aquí se utilizan, puede afirmarse con certeza que el liberalismo político o las tendencias libertarias no prevalecen en el electorado peruano. De modo que podría formularse una conjetura alternativa: la primera respuesta afirmativa muestra sinceramente el deseo de que no se obligue a comparecer en las urnas electorales y la segunda respuesta afirmativa esconde ante el encuestador una respuesta que el encuestado imagina mal vista; esto es, su abstención, no como una decisión política sino más bien como el abandono de un terreno que propicia el desinterés.


    En cualquier caso, el país ingresa a la coyuntura electoral de 2011 con altas cifras de crecimiento económico —que no han sido significativamente afectadas por la crisis económica internacional—, menores niveles de pobreza que aquellos que padecía al comenzar el nuevo siglo y una oferta política diversificada que no parece despertar entusiasmos masivos. Dado que, como varios de los autores exponen en este volumen, el Perú tiene ante sí serios desafíos no resueltos —que corresponden a «la otra cara de la globalización»—, en principio la elección de un nuevo gobierno constituiría la ocasión de responder a esos retos. Los contenidos de la campaña electoral mostrarán si algunos de los candidatos los incluyen en su agenda y si, en verdad, tienen propuestas para afrontarlos. Pero lo probable es que nuestro elector no se haga mayores ilusiones y en definitiva produzca en 2011 la reedición del escenario de las elecciones más recientes: dispersión en primera vuelta y voto por quien represente una amenaza menor en la segunda.


    Desde la perspectiva en la que se sitúa este libro, la pregunta central respecto a las elecciones de 2011 no es quién será elegido. Más allá de los nombres en liza, importa saber si el juego en una cancha política como la peruana —tan estrecha y reducida en más de un sentido— está en condiciones de generar actores capaces de enfrentar el reto que plantean los problemas no resueltos del país, condensados en este volumen como los desafíos del siglo XXI.


    De la respuesta a esa pregunta clave dependerá saber si, entonces, tendrá sentido en el futuro seguir hablando de una agenda pendiente. O si, en cambio, luego de reconocer que los males históricamente subsistentes en verdad no constituyen un desafío para los líderes disponibles, tendremos que admitir que, mal que nos pese, el Perú habrá de seguir viviendo con ellos.


    Luis Pásara


    Lima, noviembre de 2010

  


  
    I. La sociedad del siglo xxi


    Los peruanos de 2010


    Alfredo Torres Guzmán


    El ciudadano promedio que fluye de las encuestas sobre niveles de vida en el Perú es el poblador de un asentamiento humano en la periferia de una gran ciudad costeña. Su origen es andino, pero se encuentra ya adaptado al ritmo de la gran ciudad. Sabe leer y escribir pero su instrucción es limitada. Anda siempre escaso de dinero, por lo cual trabaja en múltiples ocupaciones, la mayoría de ellas de baja productividad. Aspira a que sus hijos vayan a la universidad para salir de la pobreza. Su principal medio de transporte es el microbús y habita una vivienda propia, aunque precaria...


    El texto precedente proviene del libro Perfil del elector que publiqué en 1989 y que fue presentado en la Universidad del Pacífico por el recordado Manuel d’Ornellas y el editor de este libro, Luis Pásara.


    Cuando publiqué el Perfil del elector, el Perú vivía —o, mejor dicho, sobrevivía— bajo la hiperinflación, el desempleo, el aislamiento internacional y el terrorismo que asolaron al país bajo el primer gobierno de Alan García. Nos cuestionábamos entonces si el Perú era un país viable, si no estaríamos ya al borde del colapso final. Se decía que la única salida para el país era el aeropuerto. De lo único que estábamos seguros era de que nunca más volveríamos a elegir a quien nos había dado el peor gobierno del siglo XX: Alan García.


    Como sabemos, el Perú que derrotó a los dos movimientos subversivos que intentaron tomar el poder en la década del ochenta registra ahora una de las menores tasas de inflación de la región, uno de los crecimientos del PBI más elevados y es uno de los países más abiertos e integrados al comercio internacional. Y esto ocurre bajo el segundo gobierno de Alan García, lo que confirma que la historia política de los pueblos está plagada de sorpresas.


    No obstante, a pesar de este agudo contraste entre las dos épocas, la vida de nuestro ciudadano promedio no ha cambiado tanto. Sigue viviendo de ocupaciones precarias, carentes de beneficios sociales. La diferencia es que su ingreso familiar ha mejorado, lo que le ha permitido reemplazar el pequeño televisor en blanco y negro con el que solía entretenerse cuando no había «apagones» en los duros años ochenta por un televisor a colores, control remoto, de mayor tamaño. Además, ha podido adquirir un DVD y un teléfono celular pre-pago. Lo malo es que ahora la compra de películas «piratas» para el DVD y las tarjetas pre-pago para el teléfono constituyen nuevos rubros de gasto para su exiguo presupuesto familiar.


    De otro lado, se acabó el terrorismo pero se incrementó la delincuencia, así que continúa su sensación de inseguridad. Sigue aspirando a que sus hijos vayan a la universidad, pero la diferencia es que ahora son ellos quienes dicen a sus padres que la salida de la pobreza para ellos es el aeropuerto. Hoy emigran del país mil personas al día, mucho más que lo que ocurría en el peor momento de la hiperinflación y la violencia terrorista.


    Para entender qué pasa en el Perú es necesario abandonar a nuestro imaginario ciudadano promedio para reconocer que en nuestro país conviven diferentes tipos de peruanos que ven al país desde perspectivas muy diferentes. Para empezar, están las diferencias que marca la geografía. Si bien tres de cada cuatro peruanos viven hoy en centros urbanos, esta población se encuentra afincada básicamente en la capital y en un conjunto de ciudades de la costa norte. En cambio, la población rural está distribuida a lo largo y ancho de la sierra y selva del país (gráfico 1).


    
      
        Gráfico 1: Población urbana y rural del Perú
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        Fuente: Estimación al 30 de junio de 2010 de la Población Total Ajustada Censo 2007 / Censos Nacionales 2007: XI de Población y VI de Vivienda INEI.

      

    


    De otro lado, está la pirámide socioeconómica. En APOYO desarrollamos en 1990 una clasificación de la población que nos ha ayudado mucho a entender nuestra sociedad. Como los lectores saben, dividimos a la población en cinco niveles socioeconómicos (NSE) identificados con las cinco primeras letras del abecedario. Nuestra fórmula de NSE emplea variables de educación y ocupación del principal sostén económico del hogar, características de la vivienda y tenencia de ciertos bienes y servicios. Pero nuestros estudios de NSE no cubren regularmente a poblaciones de menos de 20 000 habitantes, así que hemos construido una variante de la fórmula para aplicarla a los datos de la Encuesta Nacional de Hogares (Enaho) del Instituto Nacional de Estadística e Informática (INEI).


    Lo que nos muestra este ejercicio (gráfico 2) es que los NSE A y B juntos apenas suman 10% de la población y si a ello le añadimos el 23% del NSE C llegamos a un minoritario 33%. El resto de la población está alrededor de la línea de pobreza o por debajo de ella: el 29% en lo que llamamos NSE D y 38% en lo que sería el NSE E. Estas cifras pueden resultar chocantes para quienes están acostumbrados a leer encuestas efectuadas en Lima o las principales ciudades del país. Lo que ocurre es que, mientras en las grandes ciudades la mitad de los entrevistados pueden clasificarse en los NSE A B o C, en los pueblos más pequeños y en la población rural casi nueve de cada diez corresponden a los NSE D y E.


    
      
        Gráfico 2: Pirámide socioeconómica del Perú
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        Fuente: Encuesta Nacional de Hogares - INEI. Cuatro trimestres del 2008. Factor de expansión anual.


        Elaboración de Ipsos APOYO con la base de datos de ENAHO 2008 y una variante de la fórmula de NSE APEIM 2009.


        1/ NSE Lima / APEIM 2009


        2/ Incluye toda la población, urbana y rural

      

    


    Para entender mejor de lo que estamos hablando —y para beneficio, sobre todo, del lector no peruano—, se presenta en seguida un rápido perfil de lo que constituye cada NSE en el Perú.


    Lo que llamamos en el Perú NSE A corresponde no solo a empresarios acaudalados o familias de fortuna sino también a ejecutivos y profesionales que viven de su trabajo, con ingresos que en otras sociedades serían considerados mesocráticos pero que en el Perú los colocan en la parte superior de la pirámide. En la encuesta que hicimos en 2007, el ingreso promedio familiar ordinario declarado por este NSE fue 9500 soles al mes (aproximadamente 2400 euros), de los cuales destinan 20% a alimentos, lo que les deja un margen amplio para atender todas sus necesidades y ahorrar.


    El NSE B, que habitualmente se asocia a la clase media peruana tradicional, está formado por profesionales y empleados calificados pero que tienen un ingreso mensual sustancialmente menor. En el estudio de 2007, la cifra recogida para el ingreso mensual familiar fue de 2400 soles en promedio (aproximadamente 600 euros). Este NSE destina 36% a alimentos y, si bien puede contar con una vivienda apropiada y la mayor parte de electrodomésticos, su capacidad de ahorro es escasa; más bien, este sector vive endeudado.


    Al NSE C algunos lo consideran la clase media emergente y en su mayor parte está integrado por hogares encabezados por trabajadores de nivel técnico. Algunos son empleados de mando medio u obreros calificados de grandes empresas, pero la mayoría son pequeños empresarios, comerciantes y choferes propietarios de su vehículo. Su ingreso promedio mensual es de 1300 soles (aproximadamente 330 euros) y destinan 46% de su ingreso ordinario a alimentos. La vivienda es mucho más sencilla, la mayoría tiene piso de cemento y un solo baño. Cuentan con teléfonos y refrigeradoras, pero la mayoría no tiene horno microondas o computadora.


    El NSE D está integrado por hogares que viven de ingresos variables y carentes de beneficios sociales. De manera similar al NSE C, en este sector pueden encontrarse obreros, comerciantes y transportistas, pero la diferencia es que estos obreros se ocupan en pequeñas empresas, estos comerciantes mueven muy poco capital y estos transportistas no son propietarios de los vehículos que conducen. El ingreso mensual ordinario declarado es de 850 soles (aproximadamente 210 euros), pero la variabilidad de sus ingresos hace que se encuentren a veces encima y a veces debajo de la línea de la pobreza. Sus viviendas son muy modestas y solo la mitad cuenta con una refrigeradora.


    Por último, el NSE E sí se encuentra en una clara situación de pobreza y en algunos casos de extrema pobreza. Incluye a la mayor parte del campesinado y, en el ámbito urbano, a personas que trabajan como obreros eventuales, vendedores ambulantes o ayudantes en algún puesto de mercado. El ingreso familiar promedio es de 600 soles (aproximadamente 150 euros); la vivienda es precaria, tiene piso de tierra, y la mayoría carece de instalaciones sanitarias apropiadas. Sin embargo, si viven en alguna ciudad, la mayoría tiene un televisor y la tercera parte, un teléfono celular pre-pago.


    Evolución socioeconómica


    La economía peruana viene creciendo con altibajos desde 1991 y sostenidamente entre 2002 y 2008 (gráfico 3). A lo largo de estos años se han registrado ciertos cambios en las condiciones de vida de la población. Algunos de estos cambios son de carácter sociodemográfico y no están directamente asociados al crecimiento económico. Entre ellos cabe destacar una reducción de las tasas de natalidad que se refleja en hogares menos numerosos; un creciente número de hogares encabezados por una mujer; y una mayor escolaridad promedio del principal sostén económico del hogar y, en general, de todos sus integrantes.


    
      
        Gráfico 3: Crecimiento del PBI. Variación % con respecto del año anterior
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        Fuente: BCR, APOYO Consultoría

      

    


    A pesar del crecimiento de la economía, no se ha observado una reducción de los jefes del hogar que declaran tener una ocupación independiente. Este dato es preocupante, porque el crecimiento de la economía debería venir acompañado de la creación de empresas y, por consiguiente, de empleos dependientes, adecuadamente asalariados. Los trabajos dependientes solo son mayoritarios entre los jefes del hogar del NSE A. En el resto siguen predominando los trabajos independientes y la proporción de estos se incrementa según se desciende por la escala social.


    Lo que ocurre es que, a pesar del crecimiento económico, el sector privado moderno no constituye ni la quinta parte de la población económicamente activa nacional - PEA (gráfico 4). La mayor parte de los peruanos sigue trabajando como independientes (35%), trabajadores familiares no remunerados (14%) y en microempresas (19%) que a veces pagan por debajo del salario mínimo (550 soles, aproximadamente 140 euros) y que casi nunca otorgan seguridad social ni alguno de los amplios beneficios sociales que, en teoría, protegen a los trabajadores del país.


    
      
        Gráfico 4: Composición de la PEA del Perú


        [image: ]


        Microempresa comprende de 2 a 9 trabajadores, pequeña empresa de 10 a 49 trabajadores, mediana y grande empresa de 50 a más.


        ** Incluye trabajadores del hogar, practicantes y otros


        ***PEA son todas las personas en edad de trabajar que, en la semana de referencia de la encuesta, se encontraban trabajando (ocupados) o buscando activamente trabajo (desocupados).


        Fuente: INEI – ENAHO Condiciones de Vida y Pobreza (Continua) 2005 / MTPE – Programa de Estadísticas y Estudios Laborales (PEEL)

      

    


    Si se observa la evolución de la PEA y del empleo en el sector moderno durante la última década, se apreciará que la brecha, lejos de reducirse, se ha venido incrementando año a año. Es decir, es mayor el número de personas que ingresan cada año al mercado laboral en busca de un empleo que la capacidad de la economía moderna de generar nuevos puestos de trabajo. En 2007, por ejemplo, se calcula que estas empresas incrementaron el empleo en 9%, lo que representa algo más de 200 000 puestos de trabajo. La PEA, sin embargo, creció en más de 800 000 personas. De ahí que la emigración no haya disminuido sino que por el contrario continúe intensamente, en conjunción con los planes de muchos peruanos para labrarse en el extranjero un futuro mejor.


    El lado positivo de la emigración es que ahora las familias tienden también a globalizarse. Tres de cada cinco limeños y dos de cada cinco pobladores de las ciudades del interior tiene parientes en el extranjero, lo cual constituye una importante red de soporte económico para equilibrar el presupuesto de la familia que se queda en el país, pero también una oportunidad para que se desarrolle un mayor flujo de inversión, comercio, turismo e ideas entre los que se fueron y quienes se quedaron.


    Con el paso de los años, la vivienda ha ido mejorando paulatinamente. Por ejemplo, en 1999 24% de las viviendas urbanas tenía piso de tierra. Hoy esta proporción ha caído a 18% (gráfico 5), aunque con grandes diferencias entre Lima, donde solo 11% carece de pisos de cemento o revestidos de madera o cerámica, y el interior urbano del país, donde 28% viven todavía sobre pisos de tierra. Evidentemente, esta proporción es muchísimo mayor en el ámbito rural.


    
      
        Gráfico 5: Tipo de piso en la vivienda
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        * Incluye pisos laminados, terrazos, mayólicas, parquét, mármol, etc

      

    


    Donde se ha sentido una mayor mejora es en el equipamiento de los hogares (gráficos 6, 7 y 8). Hoy una familia del NSE C típico cuenta con un televisor a color, DVD, refrigeradora, teléfono fijo y celular. El NSE B tiene, adicionalmente, lavadora, horno microondas, computadora y servicio de televisión por cable. Nada de esto ocurría hace veinte años. En realidad, la televisión a color, el DVD y el teléfono celular están llegando incluso a muchas familias del NSE D y a algunas del NSE E. Todo esto ha sido posible gracias a la estabilización de la economía, la recuperación del retail moderno y el crédito de consumo. No obstante, todavía falta un largo camino por recorrer. Por ejemplo, solo uno de cada tres jefes de hogar urbanos tiene actualmente una cuenta en algún banco (gráfico 9) y uno de cada cinco tiene crédito en alguna tienda por departamentos. La mayor parte del país está todavía fuera del sistema financiero y, por lo tanto, enfrenta serias limitaciones para acceder a la compra de un bien duradero para el hogar.


    
      
        Gráfico 6: Tenencia de electrodomésticos
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        Gráfico 7: Tecnología en el hogar
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        Gráfico 9: Relación con el sistema financiero
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        Gráfico 8: Servicios de telecomunicaciones
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        * Para 1999 y 2003 los resultados podrían estar subestimados ya que no se especifica si es la tenencia del Jefe de hogar o de cualquier persona del hogar.

      

    


    Lo mismo cabe decir sobre el acceso a la seguridad social y a un sistema de pensiones (gráfico 10). La mayor parte de la población no está afiliada al sistema público de salud (EsSalud) ni menos al sistema privado (EPS). Tampoco al sistema privado de pensiones (AFP) ni al público (ONP). Esta situación se deriva de la insuficiente oferta de empleos en el sector moderno de la economía y de los elevados costos laborales que implica la formalización. La legislación laboral, diseñada para proteger los derechos de los trabajadores de las grandes empresas, ha tenido como resultado involuntario elevar la barrera que impide que más personas accedan a puestos de trabajo en los que se cumplan las mínimas condiciones laborales internacionales, como son el respeto al horario de trabajo, el pago de un seguro que proteja su salud y el acceso a un sistema de jubilación.


    Para que un pequeño empresario se formalice o para que una mediana empresa absorba dentro de su planilla a trabajadores que hoy operan como «independientes», el costo incremental no se limita al pago de la seguridad social sino que debe también añadir cuatro meses de sueldo al año (las gratificaciones de Fiestas Patrias y Navidad, las vacaciones de 30 días y el abono para la Compensación por Tiempo de Servicios - CTS) así como el costo de una indemnización adicional de sueldo y medio por año en la eventualidad de que la empresa requiera prescindir de los servicios de ese trabajador.


    
      
        Gráfico 10: Afiliación a sistemas de salud y pensiones
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    El Ministerio de Trabajo ha incrementado considerablemente el número de inspectores laborales, lo cual es positivo. Pero mientras no se avance hacia una legislación que reduzca las barreras de entrada a la formalidad, el país seguirá viviendo esta dualidad entre una minoría protegida y una mayoría al margen de los beneficios sociales básicos inherentes al empleo moderno.


    Para economistas y empresarios es evidente que la economía nacional va por buen camino. Los indicadores positivos son múltiples y sería ocioso repetirlos. Parte de la población reconoce este progreso, pero el problema para un amplio sector es que la brecha entre sus necesidades y sus ingresos es todavía muy grande (gráfico 11). Entre los jefes de hogar de la población urbana, el porcentaje de quienes consideran que el dinero que perciben les alcanza para vivir se incrementó, entre 2003 y 2007, de 39 a 50%, mientras que el de quienes afirman que no les alcanza ha caído de 61 a 50%. Pero la mejora es desigual. Mientras en Lima 57% declara que el dinero le alcanza, en las ciudades del interior solo 44% tiene esta percepción. En el corte por NSE se observa que la mayor parte de los entrevistados de los NSE A, B y C consideran que el dinero les alcanza para vivir. La buena noticia es que ahora esta respuesta es mayoritaria en el NSE C. La mala noticia es que a la población de los NSE D y E el dinero no les alcanza para cubrir sus necesidades básicas, siendo estos sectores los que constituyen la mayor parte de la población nacional.


    
      
        Gráfico 11: Percepción de la situación económica del hogar
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    Las grandes tendencias del electorado


    Si se observan los resultados electorales (cuadro 1), es relativamente evidente que la población peruana tiende a dividirse en tres sectores, desde hace por lo menos medio siglo: un sector conservador, defensor del establishment, que en los años sesenta estaba representado por el general Odría; un sector reformista tradicional, representado por el APRA de Víctor Raúl Haya de la Torre; y un candidato de la renovación y el cambio, que entonces representaba Fernando Belaunde. Estas tres opciones prácticamente empataron las elecciones de 1962 y 1963. Luego del gobierno militar de los años setenta, el país volvió a dividirse en tres sectores, aunque en este caso la izquierda de origen marxista pasó a ocupar el espacio del cambio y Belaunde junto con Luis Bedoya se convirtieron en los candidatos del establishment. Belaunde en 1980 y García en 1985 ganaron las elecciones porque lograron ir más allá de su espacio natural, convocando votos de otros sectores; algo que no logró Mario Vargas Llosa en 1990. Aunque propugnaba un gran cambio liberal, el renombrado escritor terminó posicionado como el candidato conservador y, si bien ganó la primera vuelta, fue derrotado en la segunda por Alberto Fujimori y su improvisada agrupación Cambio 90. El outsider Fujimori le dijo al electorado lo que este quería escuchar y consiguió en la segunda vuelta sumar votos de todos los que rechazaban la opción de Vargas Llosa, percibida como defensora de «los ricos».


    
      
        Cuadro 1: Grandes tendencias del electorado 1980 - 1990
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        Fuente: ONPE.

      

    


    Durante la década de los años noventa (cuadro 2), Fujimori logró polarizar el país en dos grandes corrientes. Mediante una combinación de logros objetivos con manipulación mediática y astucia política, consiguió ganar otros dos procesos electorales, recogiendo votos de todos los sectores sociales. Luego de su caída, el país retomó la división en tercios. En 2001, Alejandro Toledo, gracias a su origen andino y su rol de líder de la oposición en las postrimerías del régimen fujimorista, adquirió en el imaginario popular el espacio del cambio. Cuando los electores se dieron cuenta de que poco iba a cambiar el país bajo su mandato, su popularidad se fue en picada. En las elecciones de 2006 Ollanta Humala pasó a ocupar ese espacio, aunque en este caso con una propuesta mucho más radical (cuadro 3).


    
      
        Cuadro 2: Grandes tendencias del electorado 1995 - 2000
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        Cuadro 3: Grandes tendencias del electorado 2001 - 2006
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    La revisión de los resultados electorales de diversos procesos nos revela que Lima ha sido tradicionalmente la plaza fuerte del candidato del «sistema»; Trujillo, la capital del aprismo; y Cusco, una de las ciudades que mejor ha acogido la candidatura del «cambio» (cuadro 4).


    
      
        Cuadro 4: Base regional de las grandes tendencias del electorado
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        Fuente: ONPE.

      

    


    Las diferencias entre estas tres corrientes son múltiples. Los candidatos del «sistema» generalmente recogen amplias votaciones en los NSE A y B y entre la población que cree en la democracia, la economía de mercado y la integración con el mundo. Por su parte, los candidatos apristas han sido tradicionalmente más atractivos para la población del NSE C, de una cultura criolla mestiza, y de un electorado que cree en una democracia de mayor contenido social, con una mayor presencia reguladora del Estado. Por último, los candidatos del cambio han tenido más acogida entre lo que ahora llamamos la población «excluida», es decir, los NSE D y E, especialmente de origen andino, y entre aquellos que preferirían ser gobernados por un caudillo paternalista (cuadro 5).


    
      
        Cuadro 5: Perfil de los electores e ideas predominantes
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    El análisis de los resultados de los últimos procesos electorales y de las características socioeconómicas de la población de cada región del país (cuadro 6), permite dividir al electorado en tres grandes zonas:


    
      
        Cuadro 6: Perspectivas según zonas políticas
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    • La primera, conformada por Lima Metropolitana, incluyendo al Callao, donde reside 35% del electorado nacional.


    • La segunda, integrada por todas las provincias de la costa central y norte entre Ica y Tumbes, excluyendo Lima. En esta zona reside 21% del electorado nacional.


    • La tercera zona, compuesta por el resto de provincias del país, ubicadas en la costa sur, toda la sierra y el oriente del país. En ellas vive 44% del electorado nacional.


    Lima Metropolitana se diferencia del resto del país en que la condición socioeconómica de sus habitantes es más acomodada: tres de cada cinco limeños forman parte de los NSE A, B o C. Si bien cuenta con un amplio sector de origen andino, se trata de inmigrantes e hijos de inmigrantes, cuya naturaleza competitiva es más abierta a la economía de mercado y la globalización. En las últimas elecciones, Lourdes Flores ganó en Lima en la primera vuelta (35%) mientras que Alan García triunfó en la segunda vuelta por amplio margen (63% para García frente a 37% que recibió Ollanta Humala).


    En el resto de la costa central y en la costa norte, cuatro de cada cinco electores viven en el ámbito urbano. Sin embargo, su composición socioeconómica es más deprimida que la capitalina. Solo dos de cada cinco habitantes de esta zona integran los NSE A, B o C. En esta población Alan García obtuvo la mayor votación en 2006, tanto en la primera (37%) como en la segunda vuelta (63%).


    La tercera zona del país es la más diversa, al punto de que es una simplificación hablar de una sola zona, ya que está integrada por la costa sur, toda la sierra y el oriente del país. Lo que los une es la pobreza y la orientación política. Solo uno de cada cinco pobladores de esta zona forma parte de los NSE A, B o C. En las últimas elecciones, Ollanta Humala obtuvo aquí la mayor votación tanto en la primera vuelta (42%) como en la segunda (62%). Como se ve, el resultado electoral de esta zona presenta un agudo contraste con las dos anteriores.


    Las diferentes actitudes políticas de estas tres zonas se mantienen hoy y se reflejan constantemente en las encuestas de opinión pública, trátese de la aprobación a la gestión presidencial o de la percepción de la evolución del país. En la encuesta de abril de 2008, por ejemplo, cuando el PBI crecía aceleradamente, la aprobación a la gestión presidencial fue de 33% en Lima, de 28% en la costa centro-norte y de 11% en el resto del país. Del mismo modo, la sensación de que el país está progresando fue de 35% en Lima, 20% en la costa centro–norte y 16% en el resto del país.


    Similares diferencias se observan cuando se desagregan estos resultados por NSE. El mayor respaldo lo obtiene el presidente García en los NSE A y B (37%), mientras este se reduce tanto en el NSE C (25%) como en los D y E (22%). A la vez, la sensación de que el país está progresando alcanza 44% en los NSE A y B, se reduce a 30% en el NSE C y se contrae a apenas 17% en los NSE D y E. Esta última actitud puede ser calificada de ignorante o pesimista por el gobierno o los empresarios, pero la percepción mayoritaria de la opinión pública era que el país está estancado, no progresando. Una encuesta efectuada en abril de 2010, cuando ya se iniciaba la recuperación, luego del estancamiento de 2009, encontró resultados similares a los de 2008.


    Ideas políticas y económicas


    Hablar actualmente en términos de izquierda y derecha no resulta muy útil, no solo porque casi nadie se reconoce de derecha sino porque la mayor parte de la población no entiende esos conceptos. Para intentar una comprensión de la orientación ideológica del electorado, puede ser más relevante investigar qué prefiere en términos de la relación entre la autoridad y la ciudadanía, y con respecto a la propiedad de los medios de producción. Tendríamos así dos ejes, el que lleva de las actitudes democráticas hasta las autoritarias y el que va desde la preferencia por una economía donde prevalezcan las empresas privadas hasta otro donde predominen las empresas estatales. Si bien la técnica ideal para construir este modelo sería aplicar preguntas mediante escalas de actitudes, para evitar cualquier problema de incomprensión de la escala se formularon, para este trabajo, preguntas directas de opción múltiple en la encuesta de Ipsos-APOYO de abril de 2010.


    De acuerdo a esta encuesta, 16% preferiría un gobierno conciliador, que dialogue con todos los sectores, 57% que dialogue pero que también sepa ejercer su autoridad y 27% un gobierno fuerte, de mano dura. Si se consideran democráticas las dos primeras respuestas y autoritaria la tercera, se tiene que de cada cuatro peruanos, tres serían favorables a un régimen democrático y uno tiene inclinaciones abiertamente autoritarias. Este último sector se incrementa en los NSE D y E.


    Con respecto al modelo económico, 24% preferiría que la mayor parte de las empresas sean estatales, 63% que algunas sean estatales y otras privadas, y apenas 13% una economía donde predominen las empresas privadas. Esta última opción es algo mayor en los NSE A y B pero incluso en este segmento la mayoría se inclinó en la encuesta por la respuesta de economía mixta. Años de prédica liberal en la prensa no han logrado revertir décadas de educación escolar bajo maestros de orientación socialista, reversión a la que no contribuye el hecho de que acceder a un empleo en una empresa privada moderna es todavía una opción limitada a un sector minoritario de la población. Por eso es que la población es mucho más tolerante con las deficiencias de empresas públicas, como las que distribuyen el agua, y mucho más exigente con empresas privadas, como las de telefonía. Eso explica también por qué es tan difícil avanzar con la privatización y las concesiones de las actividades económicas que todavía se encuentran en manos del Estado.


    A partir de estas dos preguntas se puede construir una sencilla matriz de segmentación ideológica (cuadro 7), que permita dividir a la población en cinco segmentos:


    
      
        Cuadro 7: Matriz de segmentación ideológica Dimensiones modelo económico x gobierno preferido
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    • Estatistas democráticos: aquellos que prefieren un gobierno democrático donde la mayor parte de las empresas sean públicas.


    • Social demócratas: quienes creen en la democracia y prefieren un sistema económico mixto o pluralista.


    • Neo liberales democráticos: demócratas que postulan que la economía de un país debería sustentarse en empresas privadas.


    • Estatistas autoritarios, que preferirían un gobernante que imponga sus ideas y donde el sector público sea muy amplio.


    • Neo liberales autoritarios, que quisieran un gobierno de mano dura pero donde predominen las empresas privadas.


    El segmento más amplio de la población es el que hemos denominado social demócrata, donde se sitúa 49% de la población, que se eleva a 60% en los NSE A y B, pero cae a 44% en los NSE D y E. El segundo segmento en tamaño es el estatista autoritario, que suma 22% y tiene un perfil inverso: cae a 14% en los NSE A y B pero sube a 24% en los NSE D y E. El tercer segmento es el estatista democrático, que asciende a 16% y tiene un perfil socioeconómico similar al estatista autoritario. El cuarto segmento es el neo liberal democrático, que reúne a 8% de la población, crece a 11% en los NSE A y B pero cae a 7% en los NSE D y E. Por último, los neo liberales autoritarios agrupan solo a 6% de la ciudadanía.


    Sorprendentemente, las diferencias por áreas geográficas no son significativas. La hipótesis nuestra era que habría más liberales en Lima, más social demócratas en la costa norte y más estatistas en el sur. Los resultados confirman estas inclinaciones pero con diferencias poco significativas. Si las diferencias ideológicas entre las diferentes regiones no son muy grandes y los resultados electorales sí lo son, querría decir que en el voto tendrían una mayor influencia otros factores, tales como la identificación personal con el candidato, la confianza que este suscite o el vínculo emocional que desarrolle cada candidato con las diferentes regiones del país.


    La segmentación efectuada también nos permite observar que la aprobación presidencial de la que disfruta Alan García es mayor entre los neo liberales, mientras que los estatistas son los más descontentos (gráfico 12). Coincidentemente, son también los neo liberales quienes más perciben el progreso del país, mientras que para la gran mayoría de estatistas el país está estancado (gráfico 13). Evidentemente, los anuncios de grandes proyectos de inversión privada no generan en ellos una sensación de progreso, como quizá lo haría el anuncio de grandes obras públicas o la estatización de alguna gran empresa privada.


    
      
        Gráfico 12: Aprobación de Alan García según tendencia política
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        Fuente: Ipsos APOYO Opinión y Mercado, abril de 2008.

      

    


    
      
        Gráfico 13: Percepción del proceso de desarrollo según tendencia política
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        Fuente: Ipsos APOYO Opinión y Mercado, abril de 2008.

      

    


    La percepción de cuáles son los mayores problemas del país también es diferente para los diversos segmentos investigados (cuadro 8). Para los limeños es la corrupción; en la costa centro y norte, la pobreza ocupa el primer lugar; en el resto del país, la falta de trabajo. Las respuestas también son diferentes según el nivel social de los entrevistados. Para los NSE A, B y C es la corrupción, para los NSE D y E, la pobreza y la falta de trabajo. Las diferencias según ideología no son significativas en este caso.


    
      
        Cuadro 8: Principales problemas del país según nivel socioeconómico


        ¿Cuáles de los siguientes son en su opinión los tres principales problemas del país en la actualidad?
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    Lo que este último cuadro nos revela es que el reclamo de los más olvidados consiste en la reducción de la pobreza y la generación de puestos de trabajo, casi no importa en qué condiciones. Por eso, también, tienden a esperar que sea el Estado el que brinde la respuesta que esperan, debido a que normalmente la empresa privada moderna está muy lejos de sus posibilidades. En cambio, quienes están más arriba en la pirámide o más insertados en la economía moderna, colocan a la corrupción en el primer lugar.


    En conclusión, no hay uno sino varios tipos de peruanos, con situaciones y perspectivas muy diferentes sobre el país. Si bien esto se ha apreciado en diversos procesos electorales del último medio siglo, se ha hecho más evidente en las elecciones de 2006 y seguramente se verá nuevamente en las elecciones de 2011. Las mayores fuentes de diferencia son geográficas y socioeconómicas. Sin embargo, también se pueden descubrir diferencias ideológicas significativas. Lo que nos revela este último factor es que la mitad de la población urbana del Perú podría calificarse de socialdemócrata tradicional, debido a que cree en la democracia y el mercado pero con una amplia intervención del Estado. A la vez, hemos encontrado que alrededor de un tercio del electorado simpatiza con ideas estatistas y solo un sexto con una visión liberal de la economía. Esta composición ideológica del electorado presenta una restricción importante a la gestión gubernamental del presidente García, en su propósito de avanzar hacia una mayor liberalización de la economía y augura también que en las elecciones del 2011 se reanimarán las propuestas que propugnen una mayor intervención del Estado.


    ¿Se aprendió la lección del conflicto armado interno?


    Salomón Lerner Febres


    La pregunta corresponde a la significación de la memoria de la violencia en el Perú para una comprensión histórica sobre las posibilidades y los obstáculos de nuestra democracia. En la realidad histórica, institucional y política de ese periodo se condensan los grandes problemas relativos a la vigencia de los derechos humanos en el Perú.


    En primer lugar, ofreceré una información ordenada acerca de esa realidad y lo que ella nos enseñó sobre la historia, el presente y las posibilidades futuras de la democracia en el Perú. En segundo lugar, pretendo transmitir siquiera indirectamente la experiencia singular que atravesamos quienes participamos en la Comisión de la Verdad y Reconciliación (CVR) que tuve el honor de presidir; me refiero a la experiencia de ir descubriendo, para revelarlo a los demás, el fondo más turbulento de nuestra sociedad y los grandes escollos que todavía tenemos que superar para construir una noción verdaderamente pacífica y justa. Finalmente, abordaré algunas evidencias recientes que contribuyen a responder la pregunta planteada.


    No quisiera, pues, limitarme a hacer el recuento de lo investigado y de lo hallado sino también compartir una reflexión sobre nuestra interpretación de la vida peruana. Tal reflexión abarca, en primer lugar, las disquisiciones teóricas con las cuales nos aproximamos a nuestro trabajo, reflexiones que visitaron una y otra vez esta cuestión fundamental: cómo entender el trasfondo histórico de nuestros males a partir de las atrocidades que nos mostraba el pasado inmediato, un pasado que, en rigor, todavía es presente.


    Fue sobre la base de las respuestas que nos fuimos dando a esa pregunta que nos sentimos autorizados a elaborar una interpretación crítica de la violencia para verla, sin perjuicio de su imborrable naturaleza criminal, como una realidad que echaba luz sobre aspectos no suficientemente advertidos de nuestro pasado republicano. Así, el testimonio de nuestra experiencia en la CVR estará mejor reflejado, antes que en un relato detallado de nuestros quehaceres, en las conclusiones y en las preguntas a las que llegamos a partir de nuestros hallazgos fácticos. Quisiera, pues, colocar este testimonio dentro del marco de una reflexión histórica porque eso, la ubicación histórica de la violencia, constituyó una de las marcas principales de la tarea realizada y, me atrevo a decirlo, una de las contribuciones más útiles hechas por la CVR para el pensamiento sobre el Perú de hoy y del futuro.


    Violencia y memoria histórica


    Durante las dos décadas finales del siglo XX el Perú experimentó uno de los procesos de violencia más graves de toda su historia republicana. Se trató del conflicto armado interno iniciado por la organización conocida como Sendero Luminoso cuando declaró una guerra al Estado y la sociedad peruanos, con las pretensiones de llevar a cabo en el país una revolución maoísta. Esa agresión, que Sendero Luminoso llevó a cabo, desde el inicio, con métodos terroristas y con un despliegue de violencia atroz, fue replicada por las fuerzas de seguridad del Estado con procedimientos tan brutales como los de la subversión que se pretendía sofocar.


    El resultado que todo ello dejó es hoy memoria viva y vivencia cotidiana para una considerable porción de peruanos. El conflicto produjo un volumen de pérdidas humanas superior al derivado de todas las guerras internas y externas sufridas por el país durante su vida independiente. A esas muertes y desapariciones se añaden muchas otras pérdidas de orden material e inmaterial, tales como la crisis agravada de nuestro sistema político, la destrucción de la capacidad productiva de centenares de pueblos, el fortalecimiento de la cultura autoritaria, la erosión extrema de diversas instituciones fundamentales y, ciertamente, las profundas heridas psicológicas abiertas, y aún no atendidas, entre la población que fue víctima directa o indirecta de los actores armados de aquella época.


    Para esclarecer ese proceso fue constituida en el año 2001 —en el contexto de la transición a la democracia tras el gobierno autoritario de Alberto Fujimori— la Comisión de la Verdad y Reconciliación, que estuvo conformada por doce miembros y un observador. Quienes la integramos no fuimos designados como representantes de ningún sector social, institucional o político. Se nos pedía servir a la verdad desde el recinto de nuestras propias conciencias individuales. Por otro lado, se trató de un grupo heterogéneo, en el que solamente algunos de los comisionados poseían una trayectoria ya fuera en la defensa activa de los derechos humanos, ya fuera en la investigación social sobre la violencia. En mi caso particular —el de un profesor de filosofía y, en ese momento, rector de la Pontificia Universidad Católica del Perú— integrar la CVR y asumir su presidencia representó no solamente un honor sino un considerable reto intelectual al mismo tiempo que moral: se trataba de poner ante los ojos del país lo peor de nuestra historia y exhortarlo a asumir hechos, responsabilidades y lecciones que hasta el momento —y más aun cuando la violencia armada había concluido— estaban siendo evadidos.


    Se trataba de poner en acto un ejercicio de memoria histórica de la violencia para un mejor esclarecimiento de la realidad presente y las posibilidades futuras del país. Esa intención nos llevaría a expandir considerablemente el arco de nuestras tareas. Nuestro cometido no podría estar cumplido si nos ateníamos únicamente a ese aspecto indispensable del trabajo de toda comisión de verdad, que es el esclarecimiento de los hechos en perspectiva forense. Debíamos trascender ese ámbito para, sin descuidarlo, construir a partir de los hechos esa reflexión histórica a la que he aludido. Es sobre esto en particular que deseo compartir algunas reflexiones, comenzando por un primer discernimiento que los miembros de la Comisión consideramos esencial para la recta comprensión de nuestro papel: ¿de qué modo es que la reconstrucción de esta historia del presente es una clave para entender nuestra realidad y nuestras posibilidades en un sentido más amplio?


    ¿Por qué el presente?


    Para todo individuo la vida tiene siempre una densidad histórica de la que no puede escapar; una cuestión distinta es el que tal persona sea consciente de ella o que no lo sea. Hechos del pasado, hechos que incluso han ocurrido antes de nuestro propio ciclo vital, se manifiestan repetidamente sobre nuestras vidas: moldean nuestras expectativas y nuestras oportunidades, imprimen cierta estructura a nuestra imaginación del mundo y trazan las coordenadas del territorio por donde se desenvolverá nuestra subjetividad, entre otras subjetividades que serán su espejo y su contraste. Los sujetos históricos que somos, sin embargo, no siempre nos constituimos como sujetos «con historicidad», es decir, seres decididos a cultivar una escritura —siquiera figurada, simbólica, inmaterial— del tiempo histórico del que somos tributarios. Esa historicidad, ese saber consciente de que somos historia, sin embargo, es siempre necesaria para redondear nuestra experiencia de ser en el mundo.


    Otro tanto ocurre con las sociedades: sus proyectos, sus ambiciones, sus posibilidades se encuentran insertos, siempre, sin excepción, en una corriente temporal que presiona desde el pasado. Toda vida colectiva es vida histórica. Esto no significa, sin embargo, que las sociedades estén siempre despiertas a esa realidad, es decir, que tengan conciencia histórica. Algunas sociedades han construido imágenes de sí mismas que las invitan a depositar toda su atención en el futuro. Otras, carentes inclusive de esa pretensión teleológica, se encuentran presas de un presente plano, sin perspectivas. Pero esos dos tipos son minoritarios; la conciencia histórica es una condición social bien difundida y casi podría asegurarse que no hay sociedad que no tenga parte de su atención vuelta hacia el pasado y que no busque en ese pasado algunas claves de su presente y alguna justificación para su futuro o para sus pretensiones de futuro: sus proyectos. Sin embargo, esta condición histórica manifiesta —esta historicidad— admite todavía una consideración adicional.


    Hasta hace poco tiempo, la conciencia histórica ha tenido preferencia por lo remoto. Consideramos históricamente relevante, proveedor de hondura significativa, terreno sólido para el sostenimiento del presente y para la edificación del futuro, aquellas experiencias y situaciones que vivieron las generaciones no contemporáneas. El término «pasado» suele evocar, en la discusión de las realidades nacionales, asociaciones telescópicas: ha de tratarse de aquello que ha devenido nebuloso por el paso del tiempo, aquello que sobrevive entre los contemporáneos como un eco de origen incierto o que subsiste, inclusive, sustraído a sus conciencias, como realidad subsumida y objetivada en instituciones impersonales, en costumbres que se reputa naturales e intemporales, en formas de expresión cuyo significado original ya nadie recuerda.


    Creo que esta noción del pasado «historizable» está asociada con cierta comprensión rígida del concepto de cultura que ha primado también hasta hace muy poco fuera del ámbito de la antropología. Se trata de aquella concepción que veía en la cultura una organización de contenidos cerrada sobre sí misma, inmutable a lo largo del tiempo y, en casos extremos, connatural a un cierto grupo, colectividad, nación o civilización. Esta acepción del término o, más bien, esta forma de imaginarse la dimensión cultural de la vida en sociedad excluía como posibilidad teórica y práctica el que se diera un cambio cultural válido en el término de una generación o en el intercambio humano entre varias generaciones contemporáneas. El cambio y la contingencia en lapsos tan breves difícilmente podían alcanzar a ser vistos como un aspecto de la reproducción cultural de la sociedad y, en el peor de los casos, tendían a ser vistos como falseamiento de aquellas, como alienación, según un uso extendido, y poco filosófico, del término. Una concepción objetivante de la cultura invitaba también, en lo que concierne a la apreciación de la historiografía por los legos en esa disciplina, o por el sentido común de las sociedades, a una preferencia por la larga duración: era importante para la comprensión de nuestros dilemas presentes y para la concepción de nuestros proyectos todo aquello que había contado con el tiempo intergeneracional suficiente para sustraerse a la subjetividad del recuerdo y para transmutarse, más bien, en institución, significado o símbolo supraindividual.


    Las transformaciones en nuestra concepción de cultura, motivadas por una incorporación más seria de la antropología en el diálogo humanístico —sobre todo por su diálogo fecundo con los estudios literarios—, puede haber tenido también como resultado una renovación de nuestra comprensión sobre la relevancia del pasado, es decir, de aquello que antes he denominado nuestra historicidad. Comprendemos ahora con mayor presteza que el entretejido de nuestra condición social alberga no una sino varias tramas distintas. El cambio social, la construcción de nuestras instituciones y de nuestras formas de ver el mundo, no son solamente fruto de la sedimentación de procesos y hechos muy lejanos en el tiempo. La cultura, considerada como el ámbito mayor en el cual transcurre nuestra existencia social, no ha de ser vista de manera cosificada, como un repertorio de contenidos objetivados, impersonales, de raíces ocultas en el tiempo, sino como una creación subjetiva y contemporánea: la cultura se construye todos los días y la construyen cada día todos los que se encuentran compartiendo un mismo espacio o comunidad humana.


    Si esto es cierto, tal como ahora lo creemos, entonces el pasado que interesa no es solamente el pasado remoto sino también el de nuestros contemporáneos. Las realidades sociales más urgentes y demandantes, entre aquellas con las cuales lidiamos, están construidas al mismo tiempo por procesos que vienen de un pasado remoto y por las experiencias colectivas e individuales que todavía subsisten en el recuerdo de la gente que las vivió. Historia y memoria se vuelven, en cuanto a su contenido, series cronológicas no enteramente separables sino, más bien, continuas; es en cuanto a su forma disciplinar, en cuanto a su metodología, en cuanto a su escritura sistemática, que se diferencian todavía.


    Todo lo dicho, según creo, está detrás de la práctica de la «historia del presente». Todo lo mencionado, además, hace evidente para nosotros, ahora, que los proyectos de largo plazo —de perspectiva histórica— de una sociedad guardan una dependencia no pequeña respecto de aquellas experiencias colectivas que los hombres y mujeres recuerdan aquí y ahora: esas experiencias y la memoria que de ellas cultivamos son tan constitutivas de nuestra cultura como lo son los ecos de las civilizaciones prehispánicas o las instituciones que se quiso fundar al inicio de la vida republicana. Mejor aún: esas memorias constituyen, como lo explica bien la ciencia social contemporánea, el filtro o la pantalla a través de la cual dichos ecos de un pasado remoto cobran un significado peculiar, reciben un color determinado y se expresan de una manera viva —nunca petrificada, nunca inmóvil— sobre nuestras vidas, hoy.


    Memoria de la violencia


    En el caso de sociedades como la peruana y como otras de la región —Guatemala, El Salvador, la afligida Colombia de nuestros días— sería difícil pensar en un aspecto del pasado inmediato, y todavía vivo, que no esté relacionado con los procesos de violencia armada en los que se han enfrentado, en situaciones distintas, con escalas diversas, con duraciones disímiles, organizaciones no estatales —sea que las llamemos guerrilleras, subversivas o terroristas— con las organizaciones coactivas del Estado —fuerzas militares o policiales u otros cuerpos paraestatales incorporados a la lucha contrasubversiva—. En el caso de las sociedades que, como las mencionadas, han atravesado o atraviesan por conflictos armados internos —y emplearé en lo sucesivo este término, tomado del vocabulario del derecho internacional— el acercamiento entre la historiografía y la memoria de la violencia no responde, por lo demás, solamente a esa concepción renovada del pasado relevante que acabo de evocar. Ella está asociada, también, con significativos desarrollos en el ámbito del derecho internacional y con concepciones de democracia mucho más integradoras y comprehensivas de las vigentes en décadas pasadas.


    Los desarrollos jurídicos a los que me refiero son aquellos que sustentan los derechos de las víctimas de graves violaciones de derechos humanos a la verdad, la justicia, las reparaciones y las garantías de no repetición. Esta mirada centrada en la vida futura de quienes sufrieron atropellos durante conflictos armados o bajo regímenes políticos represivos ha llevado a superar y dejar atrás formas de entender la transición a la democracia que estaban vigentes hasta hace poco. Se entendía las transiciones, en efecto, solamente como un arreglo pacífico entre las élites políticas de una sociedad por el cual los actores violentos o autoritarios aceptaban abandonar las armas o el poder a cambio de impunidad. Se estimaba —con cierto realismo, es verdad— que para que un paso hacia la democracia fuera exitoso y tuviera posibilidades de mantenerse a lo largo del tiempo, era necesario proceder a arreglos de esa naturaleza: ningún actor poderoso y entrenado en el uso de la violencia aceptaría deponerla si ello significaba, al mismo tiempo, ser llevado a los tribunales y pagar sus delitos y abusos con sentencias de cárcel o diversas formas de proscripción civil.


    Aquella perspectiva no se sostiene hoy. Una nueva sensibilidad y un nuevo consenso jurídico han terminado por transformar nuestra concepción de las transiciones políticas, dotándola de una dimensión de moralidad de la que antes carecía. También podría decirse que se la ha dotado de una nueva forma, más certera, de realismo político. La óptica favorable a los pactos de perdón y amnistías recíprocas era realista en un sentido inmediato; la mirada que hoy demanda que ninguna transición sea considerada completa y exitosa si se han obviado enteramente los derechos de las víctimas es más realista en la medida en que opera con una comprensión más completa de la democracia, una comprensión que se proyecta hacia las condiciones de perdurabilidad de la misma. Estas condiciones requieren que esa democracia esté constituida sobre un tejido social que la sostenga y la defienda ante los recurrentes embates autoritarios. Esa urdimbre que sostiene a la democracia únicamente puede ser la forma de relación jurídica y social que llamamos ciudadanía, la cual solamente comienza a existir, para efectos prácticos, cuando la población entera de una cierta comunidad política ha experimentado como reales los derechos que las cartas constitucionales le reconocen.


    Así, el acento colocado en los derechos de las víctimas ha terminado por situar en el centro de la restauración o de la construcción democrática la tarea de hacer las cuentas con el pasado de autoritarismo, violencia y violaciones masivas de los derechos humanos. La memoria de la violencia se constituye así en una obligación exigida no solamente por una nueva comprensión del pasado y su gravitación sobre el presente sino también por una importante transformación en nuestra cultura jurídica y en nuestra concepción de la democracia.


    Hay todavía un ángulo más, firmemente integrado a los anteriores, desde el cual el cultivo histórico del pasado vivo es fundamental para la edificación de sociedades democráticas. En efecto, si los procesos de democratización eran percibidos y analizados, por lo general, desde el punto de vista de sus componentes políticos —partidos políticos, gobiernos, estados, demandas sociales organizadas—, hoy estamos más conscientes de que el juego político tiene lugar siempre en un contexto más amplio y más complejo, aquel en el cual los distintos miembros, poderosos o no, de una sociedad se imaginan qué es lo deseable y qué es lo prescindible, qué es lo tolerable y qué es lo inaceptable en las relaciones políticas, en el comportamiento del Estado, en las políticas públicas que un gobierno lleva a cabo, en el tratamiento que reciben los diversos sectores de la sociedad de parte de quienes administran el poder público y el trato que es admisible que se deparen mutuamente.


    Esa imaginación social, ese conjunto de representaciones compartidas o antagónicas sobre lo público y lo privado, y los repertorios de valores que sostienen una institucionalidad política, pertenecen al mundo de la cultura, tienen la perdurabilidad de los sistemas de creencias y son el resultado de una lenta construcción histórica. Y, en gran medida, esa construcción está asociada a las representaciones del pasado que va elaborando cada sociedad, esto es, a las imágenes históricas de la sociedad, tanto en su sentido científico o profesional, aquel que es propio de la historiografía, cuanto en su sentido de práctica social compartida, aquello que podríamos llamar la memoria colectiva. El esclarecimiento sistemático de tales imágenes, la revelación de los lazos entre el hoy y el ayer inmediato, son tareas tan necesarias para la construcción democrática como lo es el diseño de normas e instituciones que realizan los profesionales de otros campos.


    Ahora bien, ¿cuál es la materia de esa memoria y a qué propósitos sirve principalmente?, ¿qué clase de historia cabe reconstruir, qué tipo de objetividad se puede obtener y qué relaciones tendrá esa historia con el recuerdo social de los hechos por parte de sus protagonistas, o sus víctimas?


    Estas preguntas fueron importantes en la reflexión que la CVR se hacía como precondición para acometer su tarea. Los miembros de la Comisión quisimos abordar la misión delicada que se nos había encomendado, no de una manera ingenua sino estando apercibidos de su verdadera densidad. ¿Qué significa reconstruir la verdad?, ¿de qué manera esa verdad ha de hablar a una comunidad humana?, ¿cuáles son las conexiones entre la verdad fáctica que encontraríamos y las interpretaciones de la misma que debíamos elaborar, sin traicionar los hechos, para darle a la narración de la violencia un carácter pedagógico, dignificante, motivador y restaurador de la salud de nuestra nación? Todas esas preguntas nos remitían a las consideraciones sobre vida, presente, historia y futuro que he reseñado antes. Deseo señalar ahora cómo fue el trabajo realizado por la Comisión y a qué convicciones llegó en su meditación sobre la violencia.


    Comisión de la verdad


    El mandato legal de la Comisión de la Verdad y Reconciliación involucró una diversidad de tareas. Esas tareas consistían en investigar los atropellos y violaciones de los derechos humanos producidos; establecer la identidad de las víctimas y señalar a los responsables cuando hubiera indicios suficientes para hacerlo; ofrecer al país una interpretación de las causas o factores que hicieron posible la violencia; proponer al Estado medidas de reparación de daños; y diseñar propuestas de reforma social, legal e institucional que impidieran un nuevo ciclo de violencia.


    Para cumplir su tarea, la CVR debió emprender tareas muy diversas y asediar ese pasado desde diversas disciplinas. No es factible, en efecto, aprehender con una sola actividad ni afrontar con una sola perspectiva la historia de veinte años de violencia en un país que, de suyo, ya es variado y heterogéneo —es decir, complejo— como el Perú. En ese lapso de dos décadas se desataron no una sino muchas formas de la violencia en la sociedad peruana. Es tentador reducir los términos del problema al encuentro violento entre dos organizaciones subversivas y las fuerzas del orden del Estado peruano. Pero, tan pronto como observamos con atención y sin evasiones lo ocurrido, nos resulta forzoso reconocer que tal formulación pecaría de unilateral y reductora.


    En ese proceso que llamamos la violencia política del Perú se produjeron cerca de setenta mil muertes de ciudadanos de toda condición, pero principalmente de ciudadanos pobres y que ya desde mucho antes eran víctimas de un desprecio secular en nuestro país por su raza, por su cultura o por su precaria situación económica. En ese proceso, las instituciones del Estado democrático que debieron acudir con presteza a la defensa de la ciudadanía amenazada no atinaron a cumplir su papel de manera eficaz y responsable. En aquellos veinte años se acentuaron varios de los males que ya desde tiempo atrás aquejaban a la sociedad peruana: el autoritarismo, la inequidad, la pobreza y, como sustrato de todo ello, cierto hábito de maltrato mutuo que hoy sigue siendo el gran defecto por erradicar de nuestro país. Y, por lo demás, ese proceso de degradación y autodestrucción —en el que ciertamente existen responsables muy concretos— no podía ser entendido cabalmente sin tener en cuenta la historia peruana, en la cual era forzoso buscar, si no las causas que determinaron la violencia, por lo menos, sí, los factores que la hicieron posible.


    Con esa perspectiva se realizó una amplia investigación multidisciplinaria cuya columna vertebral fue el acopio de casi 17 mil testimonios. No es del todo pertinente explicitar los detalles conceptuales, metodológicos y técnicos de esa investigación. Solamente mencionaré que entre los campos de conocimiento desde los que intentamos aprehender la historia reciente de la violencia en el Perú tuvieron especial importancia el derecho, la sociología, la antropología, la filosofía, la psicología y, desde luego, la historia.


    Como resultado de este largo proceso de trabajo, la CVR pudo llegar a un número amplio de conclusiones de distinto orden. Algunas de ellas son de índole fáctica: revelan el saldo de pérdidas humanas, qué clase de delitos habían ocasionado tales pérdidas, cómo se había presentado la violencia de manera diferenciada a lo largo del territorio nacional, qué conductas habían tenido los actores principalmente implicados en el conflicto, en qué responsabilidades penales, políticas o morales habían incurrido esos actores y qué secuelas y daños habían dejado todos esos crímenes entre las víctimas. Otras conclusiones son de orden interpretativo: proponen al país una versión verosímil, apoyada en marcos teóricos y analíticos sólidos, acerca del porqué de la violencia y la extrema fragilidad de la vida humana en nuestro país.


    No es sencillo ofrecer en pocas palabras una exposición fiel de esas conclusiones, y tal vez tampoco sea esta la ocasión más propicia para explicarlas en detalle. Me permito, por ello, en bien del tema que abordo, presentar un resumen muy esquemático de las mismas. Se puede decir, en efecto, que la CVR encontró lo siguiente:


    Que el número de víctimas fatales —muertos y desaparecidos— duplicaba la cifra más pesimista prevista antes de su trabajo. Se hablaba, en el peor de los casos, de 35 mil víctimas fatales, y según nuestras estimaciones estas fueron casi 70 mil.


    Que el principal —pero no único— responsable de esa tragedia fue el Partido Comunista del Perú-Sendero Luminoso (PCP-SL), en razón de haber sido quien inició la violencia contra el Estado y la sociedad peruanos; por haber planteado su así llamada «guerra popular» con una metodología terrorista, y en ocasiones genocida, que negaba todo valor intrínseco a la vida humana individual; y por haber sido, como resultado de esa metodología, quien ocasionó la mayor cantidad de muertos reportados a la Comisión de la Verdad y Reconciliación.


    Que las violaciones de derechos humanos cometidas por las organizaciones subversivas —principalmente el PCP-SL— y por las fuerzas de seguridad del Estado no fueron hechos aislados. Tales crímenes —ejecuciones extrajudiciales, desapariciones, torturas, desplazamientos forzados, reclutamiento de niños y niñas, violaciones sexuales y otras— fueron masivos y se perpetraron, en ciertos lugares y momentos, de manera sistemática y generalizada y configuraron, así, delitos de lesa humanidad.


    Que los gobiernos civiles de Fernando Belaunde Terry y Alan García Pérez, al igual que el gobierno autoritario de Alberto Fujimori Fujimori, tuvieron una gravísima responsabilidad moral y política en el proceso, por entregar poderes irrestrictos a las fuerzas armadas para lidiar con la subversión, omitiendo su deber de ejercer el control democrático-constitucional sobre ellas, y por procurarles impunidad frente a los crímenes cometidos y denunciados por diversos sectores de la sociedad peruana. En lo que concierne a Fujimori, esa responsabilidad —conforme se comprobó en el juicio al ex presidente— llegó a ser incluso de tipo penal en ciertos casos.


    Que, sin perjuicio de las responsabilidades individuales e institucionales que se derivan del proceso, este cobró la magnitud y la gravedad conocidas debido a la existencia de viejos y profundos hábitos de exclusión, discriminación y racismo en la sociedad peruana. Estos hábitos se manifestaron en la opinión pública bajo la forma de cierta indiferencia a la tragedia vivida por los peruanos de las regiones rurales de los Andes e inclusive se expresaron en decisiones de gobierno. La CVR encontró que la decisión de pagar un cierto costo social en vidas de peruanos humildes para combatir al PCP-SL, asumida por el arquitecto Belaunde Terry, es una clara expresión de ese racismo.


    Que la verdadera paz y la democracia arraigarán en el país solamente si se pone en práctica un vasto proceso de transformación —cambio institucional y de cultura cívica— que deje atrás el patrón de exclusión y discriminación antes señalado. Así, la reconciliación en el Perú ha de ser el resultado de la exposición plena de la verdad, el ejercicio de la justicia en la forma de reparaciones a las víctimas y castigos a los culpables, y la puesta en práctica de profundas reformas institucionales.


    La historia como urgencia


    Estas conclusiones poseen una base principalmente fáctica. Sin embargo, la descripción, la explicación y la interpretación de los hechos a los cuales se refieren tienen un fondo moral. Los hallazgos de la CVR constituyen o dan lugar a mensajes que nos convocan a reconocer la fragilidad de la vida en el Perú. Esos mensajes tuvieron como destinataria a la sociedad peruana entera, ciertamente, pero quisieron hablar y persuadir en particular a los sectores privilegiados, poderosos o influyentes, y entre ellos a los del ámbito político. Creímos que el contexto de la transición, dada la experiencia de violencia y autoritarismo que lo precedía, representaba una oportunidad para realizar enmiendas de envergadura histórica en el país y que resultaría trágico para el Perú perder esa oportunidad. Una tesis muy fuerte, aunque subyacente al informe final de la CVR, es, en efecto, que todo intento de construir una democracia como si no hubieran existido la violencia, los factores que la hicieron posible y sus secuelas, estaría condenado a ser un fracaso más entre los varios acumulados en los casi dos siglos de vida republicana.


    Tales mensajes, por lo demás, como he advertido antes, constituyen una suerte de proyección de la verdad fáctica hacia una verdad sociohistórica. Son mensajes que, sin desconocer las responsabilidades individuales, enfatizan el trasfondo histórico de la violencia y de sus ramificaciones. La voluntad de restituir el significado profundo de los acontecimientos, de hallar en ellos las claves de un pasado mayor, de desvelar los procesos sociales que se manifiestan en los episodios y en los individuos —todas ellas, lecciones de la revolución historiográfica del siglo XX— constituyen, por así decirlo, las bases intelectuales de estos mensajes, que deseo resumir rápidamente.


    En primer lugar, la CVR invoca a reconocer que el conflicto interno que se vivió en el Perú no ocurrió en el vacío ni fue exclusivamente el producto de la voluntad de un puñado de individuos anómalos. La CVR nunca llama a desconocer ni a trivializar las responsabilidades particulares de esos individuos. Sin embargo, también considera una falta a la verdad el limitar el proceso a las voluntades de aquellos y el silenciar, en consecuencia, que esa voluntad prosperó y se propagó en una sociedad marcada por una historia de desencuentros y de fracturas sociales, geográficas y culturales. Se debe entender bien, sin embargo, que este mensaje no constituye desde ningún punto de vista una suerte de justificación de la violencia en razón de la pobreza y la exclusión. La voluntad criminal lo es de manera evidente y no deja de serlo por las circunstancias en que ella se manifieste. Lo que quisimos decir fue que si alguien envió al Perú una invitación a descender a la barbarie, y si alguna parte de la sociedad y las instituciones del Estado aceptaron prestamente esa invitación, ello ocurrió en un contexto de degradación de la vida social que no cabe desconocer.


    Por otro lado, es necesario decir que ese contexto social de exclusiones y marginaciones, que es una presencia constante en toda nuestra historia, se dio de la mano con lo que podríamos llamar una suerte de «cultura política» favorecedora de la violencia y de la muerte. Con esto queremos hacer notar que durante todo el siglo XX, para no hablar de épocas anteriores, ha sido recurrente el llamado a la violencia como una forma de dirimir conflictos de intereses o de imponer visiones del país o de restaurar el orden cuando se cree que este se halla amenazado. El recurso a la violencia no aparece como una anomalía ni como una práctica estigmatizada sino como una vía normal, siempre disponible, para la competencia social, tanto en los sectores que se autodenominan revolucionarios como en los amplios sectores de las clases medias y altas que invocan el uso de la fuerza por el Estado como la forma más eficaz y expeditiva de mantener la tranquilidad pública.


    En segundo lugar, la CVR sostiene, en sus conclusiones, que la sociedad peruana no podrá constituirse en una nación democrática y pacífica si sigue conviviendo con niveles de pobreza tan hondos y extendidos como los actuales y con diferencias de consideración social tan profundas entre los peruanos.


    Creo que este es un mensaje moral que se halla principalmente dirigido a las élites económicas y políticas del país y que lamentablemente no está siendo tomado en consideración por las destinatarias. Estas parecen aferrarse a una idea simplista y reductora de la paz que se limita a tomar por tal la sola ausencia de acciones armadas. Peor aún, existe la muy sólida impresión de que quienes siempre han vivido en medio de privilegios en un país de excluidos toman la merecida derrota de Sendero Luminoso solamente como el fin de una amenaza y como una autorización a seguir viviendo como estábamos viviendo hasta el momento previo al estallido de la subversión. El hecho de que en los últimos años el Perú haya crecido económicamente de una manera tan apreciable, mientras que la pobreza no ha disminuido en una medida relevante, da una ilustración bastante precisa de lo que queremos decir con esto. No hemos sacado las lecciones de la tragedia que hemos vivido y actuamos como si la presunta paz solo debiera servir para continuar construyendo un país de hondas diferencias.


    Esas diferencias, desde luego, no se refieren únicamente a lo económico. Han echado raíces también en la muy distinta consideración social de la que disfrutan los peruanos, según su etnia y su poder adquisitivo. Los fenómenos obscenos de la discriminación y el racismo están todavía muy vivos en el Perú y hasta me aventuro a decir que gozan de una aceptación muy amplia en ciertos sectores de la sociedad. Tal vez el ejemplo más elocuente y difundido de ello se pueda encontrar con solo pasar la vista por la televisión peruana y tomar nota de lo que nos divierte, de lo que consideramos humorístico, de lo que consideramos plausible o imitable. Después de haber visto que miles de peruanos murieron de manera atroz por el simple y contundente hecho del racismo, todavía fue posible en los últimos años que para los televidentes peruanos resultara divertido ver programas cuyo único tema y recurso retórico es la burla, el desprecio y la caricaturización de las mujeres andinas rurales y, desde luego, que empresas económicamente poderosas estuvieran dispuestas a financiar el racismo televisado mediante sus anuncios publicitarios.


    La existencia de la discriminación y de la exclusión es un hecho imposible de negar en el Perú. Están presentes en la vida cotidiana de los peruanos, sea que nos toque estar del lado de los privilegiados o del lado de los excluidos. Sin duda, más problemático es todavía describir la naturaleza exacta de esos patrones de desigualdad material y simbólica. ¿Es pertinente denominarla racismo?, ¿o es que el color de la piel es solamente un dato contingente que converge con un elemento de fondo que sería la desigualdad socioeconómica? Y si hablamos de discriminación étnica, ¿se refiere esta a un hábito de diferenciación comandado por la apariencia exterior de las personas o por las manifestaciones de su cultura?, ¿son disociables el color, la cultura y el dinero en la experiencia de la discriminación peruana? Y, por último, ¿en qué estrato de la conformación histórica de nuestra comunidad nacional se encuentran las causas eficientes de esa discriminación que todos reconocemos pero que no sabemos nombrar con exactitud?


    Las preguntas que hago, o que me hago, constituyen todavía materia de un agudo debate en la ciencia social peruana, en el que creo que se necesita una participación más activa de los estudiosos de la historia. Hay quienes, con buenos argumentos, encuentran la fuente de esa discriminación en cierta ideología racista incubada durante el régimen colonial. Hay, por otro lado, historiadores que dan a entender que lo que hoy reconocemos como racismo —la definición de la condición de indígena como irremediablemente defectuosa— es un producto cultural de los inicios de la República. Hay ahí un debate interesante del que depende, en realidad, en medida no desdeñable, la imagen de nación que todavía estamos en trance de construir. En un terreno acaso más práctico diré que es una discusión que no deja de tener importancia para la concepción de políticas de reconocimiento e inclusión que nos resultan muy urgentes al encarar el siglo XXI.


    Regreso a los mensajes de la CVR. Un último mensaje que deseo mencionar, en esta enumeración sin duda incompleta, es que el Perú no alcanzará la paz y la democracia mientras la sociedad entera no comprenda que los daños sufridos por la población durante la violencia no pueden quedar sin ser reparados, pues tal compensación —simbólica o material, individual o colectiva— es consustancial a una idea mínima de justicia y a un reconocimiento básico de la ciudadanía.


    Si esta idea es de mención imprescindible en una reflexión sobre los mensajes morales de la CVR, es porque tal idea se relaciona con el asunto de la solidaridad y de la caridad cívicas, sin las cuales difícilmente podremos construir una sociedad más humanitaria y más apta para la realización personal de todos.


    La CVR señaló repetidas veces que uno de los grandes motores de la tragedia social vivida fue la indiferencia de quienes, por vivir en las urbes, por tener acceso a una voz pública, hubieran podido protestar contra las masivas violaciones de derechos humanos que se estaban cometiendo y exigir una política eficaz de combate a la subversión que pusiera en primer lugar la defensa de la vida de los peruanos. Tal protesta no se hizo oír y los políticos interpretaron ese silencio como un aval a su estrategia de permisividad e impunidad para los crímenes que se cometían.


    Frente a la indiferencia de ayer, necesitamos ahora que vaya germinando poco a poco una solidaridad, una empatía, una capacidad —por ahora inédita— de ponernos en la posición de los otros, de entender sus tragedias personales y grupales. Esa empatía, que parece ser una cualidad tan ajena a la política, es en realidad la que, en una verdadera democracia, hace posible que quienes no han sido afectados por una tragedia exijan, como parte de su imagen del bien público, que se atienda a quienes sí han sido tocados por ella; que quienes tienen la suerte de no ser pobres evalúen a sus gobernantes según la manera como han combatido la pobreza; que quienes disfrutan de consideración social, respeto de sus derechos y protección del Estado se sientan insatisfechos si esos mismos bienes no son también accesibles a los otros, a esos que no ven, con quienes no conviven cara a cara, pero a quienes consideran sus iguales, sus conciudadanos, sus prójimos.


    Una ejemplar condena como confirmación


    La sordera que todavía predomina respecto de los mensajes de la Comisión de la Verdad y Reconciliación contrasta agudamente con las confirmaciones que la realidad actual ofrece sobre la veracidad y la urgencia de lo señalado en el Informe final. Cuando este fue presentado, muchos se negaron a aceptar como verdadero el proceso de criminalidad estatal que ahí se describía. Hoy, el espectáculo de un ex presidente de la República, Alberto Fujimori, condenado por los crímenes descritos, así como la multitud de testimonios que se dieron como parte de ese proceso, reconfirman lo dicho por la Comisión de una manera que no admite duda, incluso de parte de aquellos que quisieron aferrarse a la negación de la realidad.


    Es importante reconocer la fuerte carga simbólica que poseen el proceso judicial y la condena a Alberto Fujimori por casos de violaciones de derechos humanos que tuvieron lugar durante su gobierno. Este juicio ha marcado un hito en el contexto latinoamericano, pues no había precedentes de que un presidente civil, de origen democrático si bien devenido gobernante autoritario, fuera llevado a tribunales y hallado culpable por abusos contra los derechos fundamentales de sus conciudadanos.


    A tal acontecimiento hay que añadir la muy reconocida limpieza del juicio. La condena a Fujimori, expedida en abril de 2009, fue ratificada por la instancia de apelación, con lo cual adquirió la condición de sentencia firme. Una sentencia que apuntala los avances en materia de protección legal de los derechos humanos realizados en el Perú en los últimos años.


    Pero, más allá de la cuestión estrictamente jurídica y judicial, la sentencia condenatoria impuesta a Alberto Fujimori tiene importantes repercusiones sobre lo que se podría denominar la cultura política del país. En primer lugar, en cabeza de un ex presidente pone fin a la arraigada costumbre de la impunidad que secularmente ha beneficiado a todos quienes disfrutan de cuotas significativas de poder. Durante el desarrollo del conflicto armado interno en el Perú, y durante las décadas siguientes, la ausencia de castigo para quienes, desde el Estado, cometieron violaciones de derechos humanos ha sido no solamente una injusticia radical frente a las víctimas, sino también un elemento debilitante de nuestra democracia. Ante la convicción social, generada desde la experiencia, de que las leyes no se aplican por igual para todos, es natural que crezca el escepticismo frente a la importancia del Estado de Derecho. Se fortalece así una cierta comprensión cínica de los asuntos públicos, en la cual la población acepta resignadamente que, antes que la ley, nos gobierna el arbitrio. En contraposición, la condena a Fujimori no solamente brinda la satisfacción debida a las víctimas sino que también marca un prometedor giro en la cultura político-jurídica del país.


    En segundo lugar, la limpieza, corrección y solvencia profesional con las que el tribunal competente llevó adelante el proceso judicial ha aportado una nueva fuerza a la causa del procesamiento judicial de violaciones de derechos humanos. Los detractores de esta causa en el Perú la presentan como una forma soterrada —o, en el mejor de los casos, ingenua— de favorecer a las organizaciones subversivas y de denigrar a las instituciones del Estado. El juicio a Fujimori ha puesto en evidencia que llevar a tribunales a quien desempeñó el más alto cargo de autoridad del Estado es un asunto de estricto respeto a la legalidad que nos rige, y que los cargos y razonamientos que condujeron a una condena están apoyados en el marco jurídico interno e internacional suscrito soberanamente por nuestro país.


    Además, y en tercer lugar, este proceso tiene un valor moral contenido en la enseñanza de que, dada cierta voluntad compartida, y con el funcionamiento adecuado de nuestras instituciones, la verdad siempre puede prevalecer sobre los intentos concertados de ocultarla o deformarla, negándole su carácter de bien social que merece ser defendido, custodiado y procurado por todos. Desde luego, el proceso judicial al que fue sometido Alberto Fujimori resuelve solamente uno de los numerosos casos de violaciones de derechos humanos, al tiempo que numerosas atrocidades acumuladas en las décadas pasadas se hallan todavía pendientes de esclarecimiento. Pero, por lo pronto, el juicio a Fujimori ha servido para devolver la confianza en el desempeño de nuestras instituciones cuando ellas están conducidas por funcionarios y magistrados solventes y honestos, así como elevar las expectativas sobre la futura vigencia del Estado de Derecho en el país.


    Ahora bien, al margen del funcionamiento de la justicia penal, aún es perturbador constatar hasta qué punto las secuelas de la violencia están vivas y son una realidad sufrida cotidianamente por las víctimas. En un plano personal, ello se expresa en orfandad y empobrecimiento, así como en la imposible recuperación de oportunidades de educación que fueron negadas durante el conflicto. En un plano colectivo, la recurrente violencia a escala microsocial que caracteriza la vida política peruana de hoy es un reflejo de la erosión de lazos básicos de confianza y de la disrupción de las formas básicas de institucionalidad política.


    Una de las formas en que tales efectos negativos de las violencias sobre las víctimas deben ser enfrentados es el desarrollo de un amplio y comprehensivo plan de reparaciones. Tal plan fue propuesto por la Comisión de la Verdad y Reconciliación en agosto de 2003, en el momento en que hizo público el informe final de sus investigaciones. Siete años después, se han dado algunos pasos en materia de reparaciones, que deben ser reconocidos como un elemento positivo. En ese rubro hay que contar tanto una ley que establece el plan integral de reparaciones (ley 28592) para las víctimas del conflicto armado interno, expedida en el año 2005, como la creación consiguiente del Consejo de Reparaciones, encargado de elaborar un registro de víctimas, tanto individuales como colectivas. Sin embargo, todavía son más las tareas pendientes que las tareas cumplidas, y el cariz que va adoptando el proceso de reparaciones da lugar a la inquietud. En particular, la marcha del Consejo no ha estado exenta de problemas, debidos en cierta medida a la carencia del financiamiento apropiado de parte del Estado. Esto ha significado un retraso del proceso de empadronamiento de las víctimas, lo cual, a su vez, abre paso a una legítima preocupación, si no impaciencia, de parte de estas, que vienen viendo postergar la satisfacción de sus derechos.


    Paralelamente, el gobierno ha venido desarrollando acciones de reparación colectiva vinculadas, en lo esencial, con la restauración de las capacidades productivas de las comunidades afectadas por la violencia. Si bien esas acciones tienen el potencial para resultar beneficiosas, es importante mantener una clara distinción entre los deberes generales del Estado en materia de desarrollo económico social de la población más empobrecida y postergada, y sus deberes específicos frente a las personas que han sido víctimas de violaciones de derechos humanos. El hecho de que la población víctima provenga mayoritariamente de los sectores más pobres tiende a veces a hacer borrosa esa distinción. Sin embargo, desde el punto de vista de la afirmación de una ciudadanía plena —y desde el ángulo del reconocimiento de las víctimas en el país—, la diferencia debe ser mantenida y afirmada. Las reparaciones individuales y colectivas, materiales y simbólicas, deben ser siempre un derecho adicional y suplementario de las víctimas en razón de los daños concretos que han sufrido y de los derechos que no fueron protegidos, garantizados o respetados por el Estado. La especial cualidad moral del derecho a las reparaciones reside en ese carácter extraordinario, en esa diferencia respecto de lo que el Estado debe en general a todos los ciudadanos.


    Junto a otros hechos, esa aparente confusión revela que el Perú se ha negado a reconocerse como una sociedad de posguerra a pesar de que cada día los diarios muestran, sin señalarlas como tales, las señales evidentes de esa condición. Por el contrario, ante el cese de la violencia armada, el Estado y las élites han preferido refugiarse en una comprensión muy limitada del proceso, para considerarlo como un fenómeno ya enteramente superado y que no merece tanto una mirada retrospectiva como un aprendizaje. La expresión más clara y preocupante de ello es la retórica oficial y elitista sobre una cierta prosperidad peruana a raíz de los años de crecimiento económico, una retórica que sigue poniendo todo el énfasis en la acumulación pero que se niega a tomar acciones claras para fortalecer la redistribución de la riqueza y por tanto la equidad.


    Esa subsistente incomprensión del proceso de violencia —y de lo que este debería significar para una reflexión más profunda sobre las sociedad y el Estado peruanos— hacen doblemente necesario insistir en el impulso de una memoria reflexiva. Son diversas las formas como algunas sociedades han enfrentado su pasado de violencia y autoritarismo, y una de ellas es la creación de espacios o instancias de conmemoración. Se puede decir que en el Perú, desde el proceso iniciado por la Comisión de la Verdad y Reconciliación, se ha desencadenado una suerte de proceso social conmemorativo, cuando menos en ciertos estratos y ámbitos de la sociedad. Son decenas las organizaciones de víctimas o de ciudadanos comprometidos con la paz y la justicia que han venido constituyendo sitios de conmemoración o creando rituales destinados a hacer memoria de las víctimas o de los hechos violentos. Sobre todo en los Andes peruanos, donde la violencia se manifestó de la manera más intensa y destructiva, la creación de modestos museos, monumentos, fechas de recordación, nos habla de una pulsión de memoria cuya importancia para el futuro de nuestro espacio público y de nuestra cultura cívica no puede ser desdeñada.


    Un lugar para la memoria histórica


    Todavía hace falta una expresión estatal más amplia y decidida, más abarcadora y proyectiva, en materia de conmemoración y reconocimiento. A ese fin se ha propuesto la creación de un lugar nacional de memoria, para cuya constitución ha sido creada una comisión de alto nivel y que tiene como semilla fundamental de su trabajo lo realizado por la Comisión de la Verdad, más el apoyo del gobierno de Alemania.


    El proceso político que condujo a la creación de tal comisión de alto nivel es ilustrativo de las ambivalencias del poder político frente al deber estatal de conmemoración. Tras una respuesta gubernamental negativa al ofrecimiento del gobierno alemán de recursos para la constitución de ese lugar de memoria, tuvo que ser la reacción de la sociedad civil y la manifestación decidida de intelectuales como Mario Vargas Llosa lo que condujo al gobierno peruano a corregir un serio error.


    La constitución del futuro espacio de memoria está llamada a potenciar la reflexión sobre el pasado en el Perú, el proceso de reconocimiento de las víctimas, la sensibilización de la sociedad frente a las consecuencias del conflicto y el indispensable aprendizaje de lecciones históricas. En suma, es una oportunidad valiosa para apuntalar una cultura humanitaria y democrática en el Perú.


    Se trata de un enfoque complejo que, sin embargo, puede ser resumido en algunas ideas concretas. En primer lugar, implica desarrollar una perspectiva temporal que le evite ser simplemente una mirada estática hacia el pasado. La experiencia de conmemoración que el Perú necesita ha de estar anclada en el presente, entendiendo que ese presente es siempre el eje de toda conciencia histórica viva y despierta: es desde el presente, desde la autoconsciencia de problemas reales y vigentes, que se examina el pasado para buscar en él la restauración de sentidos extraviados o nunca capturados. El rescate del pasado en el presente —mediante una elaboración interpretativa de lo que nuestra sociedad fue y de cómo ello permite entender lo que actualmente somos— está dirigido a concebir mejor —a imaginar más responsable y sustancialmente— nuestro futuro. La memoria histórica, como ejercicio social y colectivo, como instancia de un espacio público, no es nunca, así, un ejercicio de fascinación por el pasado, sino un acto de autoconciencia en el que se enhebran pretérito, presente y futuro. Esa convicción, entre otras razones de naturaleza legal o administrativa, ha conducido a que esa comisión prefiera hablar de la creación de un lugar o espacio de memoria y no de un museo, como inicialmente había sido previsto.


    Un segundo elemento importante para concebir apropiadamente tal lugar de memoria es el referido a lo que él debería decir. En este punto se hace necesario encontrar un equilibrio entre la presentación de los hechos y las responsabilidades —tarea ineludible en un esfuerzo de rememoración— y la proposición de temas de reflexión histórica más amplios. Esto se concilia con el espíritu del propio informe final de la Comisión de la Verdad y Reconciliación, en el cual el conflicto armado interno es visto, también, como un llamado de atención sobre las grandes falencias de nuestra historia republicana y, como parte de ello, las de nuestras instituciones. La dimensión reflexiva que ha de tener el lugar de memoria depende de que se consiga trasladar al lenguaje museográfico ese llamado a la reflexión.


    En tercer lugar, es fundamental que el lugar a constituir no sea concebido únicamente como un recinto al que se convoca a los ciudadanos a asistir, sino como la primera pieza o como la pieza central de una política nacional de memoria; es decir, una instancia desde la cual se pueda irradiar acciones e iniciativas que impulsen la reflexión sobre el pasado violento por las más diversas instituciones del Estado —prioritariamente, el sector de la educación— y hacia todo el territorio nacional. Ello implica que el lugar de la memoria sea un ámbito que propicie diálogos, que dé lugar a investigaciones, que busque estar presente activamente en la vida nacional y que se vincule con las diversas iniciativas de memoria ya existentes, como se ha mencionado, en numerosas localidades de los Andes.


    Finalmente, es importante subrayar que la creación de un espacio como el que se proyecta nunca puede ser el resultado de una decisión elitista y menos aún tecnocrática, sino que tiene que ser el fruto de un proceso de amplio y sincero diálogo público. Constituir un lugar de conmemoración de espaldas a la sociedad peruana interesada en el proceso sería una forma paradojal de reeditar el hábito de exclusión de los humildes que, precisamente, constituye el trasfondo más general de la violencia sufrida por el país. Ahora bien, elaborar un diálogo público puede ser un ejercicio muy exigente. No se trata solamente de oír aquello que las víctimas y otras colectividades deseen decir sobre el futuro lugar de memoria, sino también de estar técnicamente preparados para incorporar lo que sea necesario en la concepción del espacio. Las diversas sociedades del Perú tienen variadas formas de recordar, diferentes maneras de entender la reivindicación de su pasado y la dignificación de sus muertos. Todo ello debe ser atendido por un lugar de memoria que, como se ha dicho, no reedite los usos elitistas de nuestra sociedad, que son precisamente aquello que debemos superar como parte de nuestras lecciones aprendidas a partir del pasado violento.


    Reflexión final


    En este trabajo he querido poner el acento sobre las interpretaciones de más largo alcance que nos suscitaron los hallazgos concretos de la CVR sobre hechos y acciones de los actores armados y de las instituciones involucradas. Son interpretaciones que nos hablan de la estructura social peruana, del carácter de sus instituciones, de los grandes dispositivos culturales que obran sobre las relaciones entre las personas, y entre ellas y el Estado nacional.


    Para quienes participamos en esta tarea, la elaboración de tales interpretaciones fue una experiencia muy viva y acuciante, por momentos incluso dolorosa, porque significaba confrontar nuestras vidas con una historia de injusticias que conocíamos a través del intelecto, pero no necesariamente por la vía de los afectos. Y esta dimensión, la afectiva, la de la vivencia íntima, fue ineludible porque la CVR trataba en primer lugar con historias personales, con personas vivas y dolientes o con la memoria de hombres y mujeres desaparecidos o muertos. Fue una dimensión fundamental del trabajo de la CVR —diría que fue la esencia de su entidad moral— recuperar nombres singulares y vivencias concretas como una forma inicial y modesta de hacer la justicia debida a las víctimas; pero, al mismo tiempo, hacer tal justicia nos demandaba devolver historicidad a esas realidades individuales, recuperar su significado a la luz de una historia más amplia —local, regional, nacional— donde se inscribía, entre otros hechos, la secular precariedad de la vida y de los derechos ciudadanos en el Perú.


    Inscribir una tragedia singular en una historia nacional nos salva del pasado sin negarlo: nos permite concebir con mayor claridad las tareas que se plantean para el futuro a la luz de lo que sabemos respecto del pretérito. En eso se resume, según creo, la historicidad a la que me referí al comenzar estas reflexiones; ahí reside, también, una de las grandes expectativas en sociedades que, como la peruana, están intentando construir una democracia con el telón de fondo de un pasado violento.


    Racismo y discriminación


    Wilfredo Ardito Vega


    Aunque la discriminación está presente en toda sociedad humana, en el caso del Perú una serie de características la convierten en un fenómeno mucho más complejo; esto ha hecho que durante muchos años las políticas públicas para enfrentarla sean casi inexistentes. En los últimos años, sin embargo, una serie de medidas dictadas por el gobierno central y diversos gobiernos regionales y municipales han mostrado preocupación por sancionar las prácticas discriminatorias. Un incipiente movimiento contra el racismo y la discriminación ha logrado visibilizar el problema y generar mayor conciencia en las autoridades y en la ciudadanía, aunque es evidente que todavía existe mucho por hacer.


    Paradojas sobre el racismo en el Perú


    Un fenómeno negado y natural


    A pesar de su omnipresencia, el hecho de la discriminación es negado por muchos peruanos, incluyendo autoridades, académicos y hasta las propias víctimas. De todas las formas de discriminación, la más extendida y la más negada es el racismo, esto es, la creencia en que existe una relación entre los rasgos físicos de las personas y sus características morales e intelectuales.


    Muchas personas sostienen que no son racistas y que en su comportamiento se limitan a tratar de manera diferente a quienes efectivamente son diferentes. Existe así en el Perú un fenómeno de naturalización del racismo, que de esta manera aparece no como una actitud condenable o injusta, sino como una simple reacción a diferencias naturales entre las personas.


    A los blancos se les asocia con mayor capacidad intelectual, mayor atractivo físico, mejor posición económica y don de mando, mientras que indígenas y negros son estigmatizados como peligrosos, poco trabajadores y pobres (Ardito, 2008, p. 9). Existen también manifestaciones de racismo hacia las personas blancas, asumiéndose que son adineradas y arrogantes, pero la discriminación hacia negros y andinos tiene consecuencias mucho más graves, al constituir verdaderas formas de exclusión, sea en el ámbito laboral, en la definición de políticas públicas o en la importancia relativa que se le da a la satisfacción de necesidades fundamentales.


    Aunque resulta innegable la existencia de una gran desigualdad en el Perú, siendo las víctimas especialmente los indígenas, la naturalización permite que esta situación no genere mayor cuestionamiento a la estructura social o a las relaciones de poder que subyacen en tal desigualdad. Inclusive, parece normal que en las zonas donde existe mayor presencia indígena el Estado proporcione servicios más deficientes para cubrir necesidades básicas como salud, educación o justicia1.


    Racismo y minorías


    Mientras en otros países suele ponerse énfasis en la necesidad de no discriminar a las personas diferentes, en el Perú la discriminación hacia el semejante es un rasgo predominante. Es que, en otros países, el racismo es un problema de pequeños grupos. En cambio, en nuestra sociedad, la mayoría de peruanos sufre discriminación por sus rasgos indígenas o mestizos.


    Sin embargo, el racismo también se manifiesta hacia grupos minoritarios, como la población negra o afrodescendiente, contra la que existen muchos estereotipos negativos. Los demás peruanos, sean blancos, mestizos o indígenas, suelen percibirlos con sospecha y temor.


    En el caso de las personas blancas, el racismo puede manifestarse cuando coinciden las circunstancias de que el sujeto se encuentre en minoría y se halle en una situación de debilidad (un niño blanco en un colegio estatal, por ejemplo).


    Racismo y xenofobia


    En los países europeos, los sectores más discriminados son los extranjeros o quienes tienen apariencia de extranjeros. En el ambiente laboral, frente a la policía o simplemente en la vida cotidiana, son percibidos como amenazantes, peligrosos y como una carga para el Estado de bienestar. En el Perú, en cambio, las personas de «apariencia extranjera», en tanto tengan rasgos físicos europeos, suelen recibir un buen trato, sean o no extranjeros2. Las personas hacia quienes suele desarrollarse la discriminación son los peruanos de rasgos más autóctonos, pese a ser un grupo mayoritario3.


    Los extranjeros que sufren discriminación son aquellos cuyos rasgos físicos los asemejan a los peruanos más discriminados, es decir los extranjeros de rasgos andinos y negros. Ecuatorianos, bolivianos, mexicanos, jamaiquinos y afroestadounidenses han sufrido discriminación en discotecas, hoteles, centros artesanales4. Lo mismo les ha sucedido de pequeños a peruanos adoptados por parejas de europeos. Determinados extranjeros, pese a que ni siquiera hablan bien el castellano, son discriminados debido a sus rasgos físicos.


    Racismo internalizado


    La discriminación en el Perú se hace compleja porque al haber sido tan profunda durante siglos ha sido interiorizada por las propias víctimas y es frecuente que una persona de rasgos andinos o africanos actúe de manera discriminatoria hacia alguien similar a él. Vigilantes, choferes y policías suelen discriminar a las personas que tienen los mismos rasgos físicos que ellos. Con mucha frecuencia un turista de rasgos andinos será tratado con desdén cuando acude a un hotel, un museo o a un establecimiento turístico porque se considera que tiene menos dinero o se le confunde con un guía. En el fondo, a muchos discriminados les parece lógico que una persona blanca, peruana o extranjera, merezca un trato cordial o inclusive sumiso.


    Otra manifestación de la interiorización de la discriminación es que muchas personas de ascendencia indígena buscan eliminar elementos externos andinos, como la vestimenta tradicional o el uso público del quechua y emplean nombres en inglés para sus hijos5. En la propia sierra el término «serrano» es considerado ofensivo6.


    Puede decirse que el racismo es una ideología victoriosa porque las personas con los rasgos propios de quien sufre el racismo suelen actuar con menor seguridad y confianza en sí mismos que la minoría de origen europeo. Inclusive desde el punto de vista estético, muchos peruanos están convencidos de que no son atractivos: la noción de belleza sigue asociada a la apariencia europea7.


    La discriminación acumulada


    En el Perú, el racismo normalmente no aparece solo sino unido a otros factores de discriminación, como las carencias económicas, la escasa educación, el apellido, la vestimenta, el lugar de origen o residencia (Ardito, 2008, p. 18). Igualmente, el machismo se acentúa contra aquellas mujeres que son pobres, tienen rasgos indígenas, provienen de las zonas rurales, hablan quechua o aymara y emplean vestimenta tradicional (Reid, 2007, p. 25)8.


    Se trata del fenómeno de la discriminación acumulada, que es más difícil de erradicar que el machismo o el racismo, cuando se presentan aisladamente. Un ejemplo evidente de este problema son las trabajadoras del hogar, que sufren discriminación por su lugar de procedencia, sus rasgos físicos, su condición económica, su pobreza, su apellido, su situación educativa, su edad y su condición de mujer9.


    Espacios comunes de discriminación


    Discriminación en el hogar


    Aún en los primeros días de vida, un niño puede empezar a ser objeto de expresiones de elogio si tiene rasgos físicos blancos. En realidad, el contexto en el que la mayoría de niños crece lleva a que a los cuatro o cinco años ya tengan actitudes y comportamientos racistas hacia peruanos de piel más oscura. Incluso aquellos padres que creen no ser racistas pueden generar en sus hijos una visión jerárquica de las personas, a través del trato brindado a la empleada doméstica o a los niños que venden caramelos.


    Esta percepción jerárquica alcanza carácter racista cuando los adultos elogian o critican a una persona por sus rasgos físicos, desde un patrón de belleza que con frecuencia es implícito. Igualmente, existen actitudes que reflejan que se puede ejercer poder frente a la debilidad del indígena o que este tiene menos derechos. Los niños pueden pensar que existen adultos que no merecen respeto o que pueden ser mandados por ellos.


    Discriminación en el colegio


    En clase, es frecuente el maltrato que reciben los niños que son de alguna manera diferentes a sus compañeros, siendo el aspecto racial uno de los más presentes, junto con la capacidad económica, la obesidad o algún problema físico. En muchas ciudades, asistir a determinados colegios refuerza las jerarquías sociales, pero aún en los colegios populares hay prácticas discriminatorias. Por esta razón, para algunos niños acudir a la escuela es una experiencia sumamente tensa y dolorosa.


    El criterio racial puede ser reforzado por el propio colegio, por ejemplo, cuando se emplea para seleccionar a los miembros de la escolta o a quien aparecerá en las fotografías del colegio.


    Algunos profesores han asumido la responsabilidad de enfrentar las expresiones de racismo y de la intolerancia que lo acompaña, pero normalmente docentes y autoridades reaccionan con pasividad o complicidad. El problema no es abordado en la mayor parte de escuelas, ni como parte de las materias, ni en el espacio de tutoría. En muchas ocasiones son los mismos profesores quienes discriminan a los alumnos.


    Discriminación en los medios de comunicación


    Uno de los espacios donde se aprecia con mayor fuerza la discriminación racial son los medios de comunicación peruanos, que establecen modelos de belleza, éxito y felicidad familiar asociados a los rasgos europeos.


    El racismo que se comprueba en televisión, prensa, cine, publicidad o libros de texto, es parte del poder simbólico ejercido por los grupos de poder. Es más evidente en la televisión, por el poder que tienen las imágenes, donde las personas de rasgos indígenas suelen aparecer en contadas ocasiones y siempre como individuos menesterosos, habitantes de lugares alejados (donde, en el fondo, los racistas creen que ellos deberían quedarse) o personas marginales, delincuentes o subversivos.


    Los publicistas señalan que promueven una publicidad «aspiracional», dado que, en el fondo, la mayoría de peruanos quisieran ser blancos y, como no pueden serlo, procurarán adquirir los productos que usan los modelos que tienen estos rasgos, para inconscientemente parecerse a ellos.


    Las imágenes publicitarias tienen un efecto desintegrador y corrosivo en nuestra sociedad. Al ser el modelo deseado distinto a la mayoría de peruanos, el racismo termina dirigiéndose hacia uno mismo.


    En los últimos años, sin embargo, han comenzado a aparecer personas de rasgos andinos o mestizos en algunos programas de televisión que pretenden mostrar historias exitosas de personajes populares (cantantes, compositores, deportistas). Frente a esta situación, muchos actores de rasgos europeos han migrado hacia el teatro, para lo cual se opta actualmente por ambientar obras en Argentina, Estados Unidos o Europa, con la finalidad de que sea más realista la apariencia de los actores. Sin embargo, en la publicidad y la conducción de programas noticiosos se mantiene el carácter monorracial. Inclusive existen programas cómicos donde parece divertido burlarse de un personaje andino o afroperuano por sus rasgos físicos.


    En otros medios no visuales, como la prensa y la radio, las concepciones racistas aparecen cuando frente a los delitos que cometen personas de rasgos andinos se emplean expresiones como «salvajismo» o «barbarie», que no se usan cuando hechos similares son cometidos por otros peruanos.


    Algunos periódicos, lamentablemente, emplean un lenguaje explícitamente racista. El caso más evidente se ofrece en el diario Correo, donde el columnista Andrés Bedoya Ugarteche se expresa de manera muy ofensiva respecto de la población indígena andina y amazónica, al punto de compararla con animales y plantear su exterminio. Pese al abierto rechazo que han generado estas expresiones, se siguen produciendo.


    Racismo en el trabajo


    A pesar de los cambios existentes en la composición étnica de las universidades peruanas, que han llevado a contar con un elevado número de profesionales mestizos y andinos, persisten los criterios basados en rasgos físicos para la selección, contratación, ascenso y cese de la relación laboral, especialmente en aquellos empleos que incluyen como tarea la atención al público. En las ofertas de empleo suele colocarse expresiones como «buena presencia» o «excelente presentación personal» como indicativo de que se requiere personas con apariencia europea.


    Existe marcada identificación entre determinadas actividades y ciertos rasgos físicos, atribuyéndose a los blancos los trabajos intelectuales y que implican don de mando, mientras que las personas de rasgos indígenas son asociadas a trabajos manuales o con menor exposición al público. A los afroperuanos se les reserva actividades como porteros de hoteles o casinos y cargadores en entierros de lujo. Subsiste la percepción colonial de que es elegante ser atendido sumisamente por una persona negra. Otros factores de discriminación que se unen al aspecto físico son el lugar de origen o de residencia y el apellido.


    Naturalmente, basar la contratación, el sueldo o el ascenso de una persona en estos criterios hace que muchas personas pierdan la motivación por desarrollar en una carrera. De otro lado, la discriminación también desmotiva a los propios beneficiados porque saben que no importan sus méritos, siempre tienen más posibilidades de ser favorecidos.


    La discriminación también empobrece al propio centro laboral, que se ve privado de personal calificado y, finalmente, los prejuicios terminan afectando el propio desarrollo nacional. Muchas personas pertenecientes a los grupos discriminados que decidieron emigrar han logrado destacar más en el extranjero, en un país de condiciones más igualitarias.


    La discriminación en la vida social


    Desde la adolescencia, los grupos de amigos pueden perfilarse según características raciales y constituir un núcleo de presión social que inclusive puede marcar la selección de pareja. No solo los blancos sufren estas presiones: los jóvenes de familias de ascendencia indígena o negra pueden ser presionados más bien para que no escojan una pareja con sus mismos rasgos físicos, sino que sea «alguien superior», asociándose los rasgos blancos a esta supuesta superioridad.


    Todavía es posible que a una persona se le impida ingresar a un establecimiento por sus rasgos físicos. De hecho, en Lima, Cusco y otras ciudades existen locales reservados para turistas o personas de rasgos europeos. En estos casos, la capacidad económica es un elemento secundario.


    Una situación más violenta en la que se manifiesta la discriminación en la vida cotidiana es el comportamiento de las fuerzas de seguridad: las personas de rasgos indígenas o afrodescendientes son más susceptibles de ser detenidas como sospechosas. Entre las personas que son detenidas por la policía, quienes poseen tales rasgos son más susceptibles de ser maltratados o torturados. La policía considera que, siendo más vulnerables, no podrán quejarse o no serán adecuadamente atendidos por las autoridades.


    La peor muestra de los extremos a los que puede llegar el racismo ejercido por las fuerzas de seguridad se produjo durante los años ochenta, cuando miles de campesinos fueron asesinados en Ayacucho, Huancavelica y Apurímac por las fuerzas armadas y policiales, con el argumento de que eran posibles terroristas. En realidad, policías y militares se comportaron con terrible violencia, asesinando niños, mujeres y ancianos porque los consideraban seres sin derechos y asumían que nadie los denunciaría ni condenaría por estos crímenes.


    La impunidad que todavía cubre a las masacres cometidas durante estos años, la indiferencia social frente al destino de las víctimas y la imagen democrática con la que se recuerda públicamente al ex presidente Fernando Belaunde demuestran que, para muchos peruanos, sus compatriotas andinos siguen siendo individuos cuyos derechos no importan.


    La discriminación durante el segundo gobierno de Alan García


    El gobierno de Alan García ha buscado enfrentar la problemática del racismo y la discriminación con algunos gestos y manifestaciones públicas. De hecho, ha sido el primer mandatario que en el discurso tradicional de 28 de julio menciona el racismo como uno de los graves problemas del país. También ha dictado algunas medidas simbólicas a favor de las trabajadoras del hogar, como declarar el 30 de marzo su día nacional y prohibir que se les obligue a llevar uniforme en lugares públicos. Ha prohibido también que los clubes privados impidan incorporar como socias a las mujeres, lo cual generó que el Club Regatas Lima, uno de los más elitistas del Perú, modifique sus estatutos e incorpore en pocos años a centenares de socias.


    Sin embargo, las políticas públicas conservan un fuerte carácter discriminatorio. La inversión y el gasto estatales se concentran en las zonas privilegiadas. Muchas personas son víctimas del racismo ambiental, por el que se dedica menos control a aquellas actividades extractivas que afectan a la población andina o amazónica.


    Durante los últimos años se produjeron numerosos conflictos sociales derivados de la intención del gobierno de reducir los derechos de las comunidades campesinas y nativas respecto a sus territorios, sobre los cuales existen títulos de propiedad otorgados por el propio Estado. En varios artículos, el propio presidente García calificó a los indígenas andinos y amazónicos como «perros del hortelano», atribuyendo la pobreza del país a su incapacidad para aprovechar sus tierras. En sintonía con esa concepción, las concesiones sobre tierras indígenas a empresas mineras o petroleras se realizaron sin ningún mecanismo de consulta con los habitantes, en abierta violación del Convenio 169 de la OIT.


    Con ocasión del reciente conflicto de Bagua, la actitud del presidente y de otros funcionarios estatales fue sumamente agresiva hacia la población indígena, al punto que fueron comparados con terroristas y enemigos del Perú.


    Pese a este tipo de discurso, el 28 de noviembre de 2009, a través de una resolución suprema, el gobierno pidió perdón al «pueblo afroperuano por los abusos, exclusión y discriminación cometidos en su agravio desde la época colonial hasta la actualidad». Días después, el propio presidente García, en una ceremonia especial en Palacio de Gobierno, reiteró esta expresión de perdón ante numerosos representantes de la comunidad afroperuana. Sin embargo, hacia la población indígena, que ha sido directamente afectada por el régimen actual, no ha tomado ninguna decisión similar.


    Otro elemento de gran valor simbólico fue la inauguración del Museo Afroperuano, que fue establecido por el Congreso de la República. Se trata de un esfuerzo para difundir la identidad y la cultura de esta población, a la que con poca frecuencia se asocia la identidad nacional.


    Marco legal contra la discriminación en el Perú


    Las normas contra la discriminación en el Perú son sumamente recientes, lo cual refleja la dificultad histórica de las autoridades para comprender esta problemática.


    Discriminación laboral


    La Constitución de 1993 (art. 26) señala que uno de los principios de las relaciones laborales es la igualdad de oportunidades sin discriminación. En concordancia, la Ley de Productividad y Competitividad en el Empleo estableció que es nulo el despido que tenga una motivación discriminatoria (art. 29, a)10 y que los actos de discriminación son considerados actos de hostilidad equivalentes al despido (art. 30, f).


    Asimismo, la ley 26772 prohibió la existencia de requisitos discriminatorios en las ofertas de empleo. Esta norma fue modificada por la ley 27270, que define el concepto de discriminación como: «la anulación o alteración de la igualdad de oportunidades o trato […] que impliquen un trato diferenciado basado en motivos de raza, sexo, religión, opinión, origen social, condición económica, estado civil, edad o de cualquier otra índole».


    El decreto supremo 002-98-TR, que reglamentó la ley 26772, introdujo además el concepto de «justificación objetiva y razonable», por el cual determinados requisitos pueden ser tomados en cuenta en una oferta de empleo, si es que se relacionan con las calificaciones necesarias para el desempeño del trabajo concreto (artículo 3º). Los avisos con requisitos discriminatorios se han reducido notablemente, no tanto debido a la acción del Ministerio de Trabajo, sino a la de las organizaciones de la sociedad civil que se han dirigido directamente a las empresas anunciantes.


    El decreto supremo 019-2006-TR, reglamento de la ley 28806, Ley General de Inspección de Trabajo, ha prohibido las conductas discriminatorias en toda etapa de la relación laboral, señalando que constituyen una «infracción muy grave». Se especifica que la contratación, la retribución, la jornada, la formación y demás condiciones laborales no pueden tener carácter discriminatorio. Se sanciona tanto la discriminación directa como la indirecta, aunque no esté probada la intención de discriminar, pero sí las consecuencias desproporcionadas sobre un grupo social.


    Discriminación a los consumidores


    En el año 1998 fue aprobada la ley 27049, que incorporó al decreto legislativo 716, Ley de Protección al Consumidor, el artículo 7-B, que dispone la prohibición expresa de cualquier discriminación o selección de clientela. En el inciso d) del artículo 5 se precisa que los consumidores no pueden ser discriminados por motivos de raza, sexo, nivel socioeconómico, idioma, discapacidad, preferencias políticas, creencias religiosas o de cualquier otra índole, en la adquisición de productos y la prestación de servicios que se ofrecen al público.


    Al reglamentar la norma, el decreto supremo 02-1998-TR admite, sin embargo, la posibilidad de que razones objetivas o justificadas permitan al proveedor de un servicio impedir el ingreso de una persona o negarse a proporcionarle el servicio ofrecido. Entre las razones objetivas o justificadas se considera la seguridad del establecimiento o la tranquilidad de los demás clientes. De esta forma, no será discriminación impedir el ingreso a una persona ebria, drogada o armada. También sería considerado como una razón objetiva reservar un espectáculo a mayores de edad. Los funcionarios de INDECOPI sostienen que se puede establecer, por razones objetivas, un código de vestimenta, sin que sea discriminatorio.


    La ley 27049 dispuso que la carga de la prueba corresponde a la persona discriminada, lo cual hace muy difícil alcanzar una sanción, por cuanto normalmente la discriminación se produce de manera inesperada, sin que la víctima tenga los mecanismos para registrarla. Debe señalarse, además, que los denunciantes deben pagar una tasa, lo cual opera como un fuerte elemento disuasivo. A esto se añade el hecho de que INDECOPI no brinda asesoría a las víctimas, pese a que pueden sufrir represalias o presiones por parte de los discriminadores.


    Algunos funcionarios de INDECOPI parecen creer que deben tomar distancia y conducirse con una aparente neutralidad, percibiendo al denunciante con desconfianza. En algunas ciudades, los propios funcionarios pueden pertenecer al círculo social que acude a los locales discriminadores y esto bloquea su intervención11.


    Finalmente, es también disuasivo el hecho de que si se produce una sanción pecuniaria esta se destine a INDECOPI y no a indemnizar a la víctima. Para obtener una reparación civil, la víctima de discriminación debe iniciar un nuevo proceso, esta vez en la vía judicial, con resultados inciertos.


    Pese a todo, desde el año 2004 diversos locales del Cusco y Lima han sido severamente sancionados por INDECOPI con multas o inclusive con la clausura del local12. No obstante, las prácticas persisten, especialmente en Cusco13.


    Tratamiento penal de la discriminación


    La ley 27270, aprobada en el año 2000, tipificó el delito de discriminación, incorporándolo al artículo 323 del Código Penal, pero no lo definía, lo que hacía muy difícil su aplicación. Señalaba solamente cuatro causales (diferencia racial, étnica, religiosa y sexual). Las penas eran también sumamente benévolas: entre treinta y sesenta días de servicio comunitario. La ley 28867, promulgada en 2007, modificó este artículo y definió discriminación como la acción realizada con el objeto de anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos de la persona. Precisó, además, que el delito puede cometerse de manera directa o mediante terceras personas, como sucede en determinados establecimientos donde los porteros o vigilantes tienen órdenes del propietario de impedir el ingreso a las personas de rasgos andinos o afroperuanos.


    En su nueva redacción, el artículo 323 contiene un listado más amplio de causales penadas de discriminación, incluyendo filiación, identidad étnica y cultural, idioma, indumentaria, opinión política o de cualquier otra índole, edad y discapacidad. Asimismo, establece sanciones más severas: contempla penas privativas de la libertad de dos a tres años, que pueden extenderse a cuatro si el sujeto activo es un funcionario público o cuando se haya empleado violencia.


    Dificultades para el cumplimiento de la normatividad


    Pese a que algunas de las leyes mencionadas tienen más de diez años de vigencia, su cumplimiento ha sido limitado hasta el momento, debido a una serie de factores:


    • Escasa difusión: la mayoría de ciudadanos ignora que estas normas existen, así como los propios funcionarios estatales encargados de hacerlas cumplir. Las personas que reconocen que la discriminación existe todavía la consideran solamente un acto negativo o moralmente reprobable, pero no una infracción legal.


    • Dificultades de fiscalización: las normas que protegen a los consumidores de la discriminación deben ser cumplidas por INDECOPI, que tiene oficinas solamente en diez ciudades del país. Igualmente, el Ministerio de Trabajo tiene muy pocos inspectores para intervenir en las prácticas discriminatorias.


    • Ausencia de voluntad política: en muchos casos, como las ofertas de empleo, las infracciones a las normas son públicamente evidentes, pero no ha habido mayor intervención ni del Ministerio Público ni del Ministerio de Trabajo. Muchos funcionarios públicos consideran que, siendo la discriminación parte del orden natural de las cosas, carece de sentido intervenir para corregirla.


    • Trabas burocráticas: las instituciones estatales en el Perú establecen numerosos requisitos que en la práctica hacen muy difícil que los ciudadanos presenten sus denuncias. INDECOPI y el Ministerio de Trabajo inclusive impiden el ingreso a sus oficinas a los ciudadanos que no lleven consigo su DNI.


    • Dificultades personales para los denunciantes: la discriminación es una experiencia muy dolorosa y la denuncia implica volver a vivir esta experiencia. Por ello, la mayoría de víctimas de discriminación prefiere negar u olvidar lo sucedido.


    • Ausencia de asesoría: las instituciones que legalmente enfrentan la discriminación no tienen personal que apoye a las víctimas. En el Poder Judicial o el Ministerio Público, el personal que debería atenderlas reproduce las prácticas discriminatorias. Una situación similar se produce en INDECOPI o, inclusive, en ciertos casos, en la Defensoría del Pueblo.


    En ninguna de las instituciones que deberían enfrentar la discriminación —es decir, el Poder Judicial, el Ministerio Público y la Policía Nacional— existen políticas o lineamientos al efecto. La actitud de los integrantes de estas instituciones respecto a los ciudadanos depende mucho, precisamente, de factores discriminatorios: su ubicación social, sus rasgos físicos, el apellido o la vestimenta. Inclusive en casos muy graves, como homicidio o violación, la respuesta estatal es muy débil si la víctima pertenece a los sectores discriminados14.


    A pesar de todas estas dificultades, han sido visibles avances también muy recientes en lograr que el Poder Judicial sancione las prácticas discriminatorias. Estos avances, han sido impulsados en buena medida por personas con discapacidad, quienes, a diferencia de las víctimas del racismo, son muy conscientes de las prácticas de discriminación que existen en su contra. El 12 de junio de 2009, se leyó la primera sentencia condenatoria por discriminación en un proceso impulsado por la Defensoría del Pueblo contra cuatro profesores de

    Los Olivos, que en un instituto superior discriminaron de manera permanente a una joven con discapacidad. El 5 de febrero de 2010, la Corte Superior del Cusco declaró fundada la acción de amparo presentada por el abogado Edwin Béjar, a quien el Consejo Nacional de la Magistratura impidió postular para el cargo de fiscal, debido a su condición de invidente. Probablemente estas sentencias tengan un efecto importante para que dentro de la administración de justicia se asuma con más seriedad esta problemática y, al mismo tiempo, para que se produzcan más denuncias por parte de la población.


    Las ordenanzas contra la discriminación


    Las dificultades para el cumplimiento de las normas nacionales contra la discriminación llevaron a que el problema fuera abordado por instancias mucho más cercanas a los ciudadanos, como son los gobiernos municipales provinciales y distritales, así como los gobiernos regionales. Por eso, en los últimos cuatro años han sido aprobadas más de cincuenta ordenanzas contra la discriminación. En algunos casos, las ordenanzas han sido promovidas por las propias autoridades municipales, pero la mayoría de ellas han sido gestionadas por la Defensoría del Pueblo o por las organizaciones de la sociedad civil.


    Clasificación


    Las primeras ordenanzas se limitaron a sancionar las prácticas discriminatorias que pueden cometerse en el ingreso o la atención de los clientes y están pensadas para hoteles, restaurantes, discotecas y locales similares.


    La primera disposición de este tipo fue la ordenanza 292/MDMM, emitida por la Municipalidad de Magdalena el 11 de diciembre del 2006. A esta le siguió la ordenanza 133/MDSM de la Municipalidad de San Miguel, el año 2007, pero durante el año 2008 una gran cantidad de municipalidades aprobó ordenanzas similares.


    Arequipa es la región donde más ordenanzas de esta naturaleza han sido promulgadas, debido al empeño de la Oficina de la Defensoría del Pueblo. Además de la Municipalidad Provincial, en la provincia de Arequipa, tenemos las ordenanzas de los distritos de Sabandía, Yanahuara, Cayma, José Luis Bustamante y Rivero, Mariano Melgar, Cerro Colorado, Miraflores15 y Jacobo Hunter. En el resto de la región tenemos las ordenanzas de las municipalidades provinciales de Islay (Mollendo), Camaná y Caylloma y de las municipalidades distritales de Mejía (Islay) y Samuel Pastor (Camaná).


    Tienen también este alcance las ordenanzas de Huancayo, Concepción, Jauja y Tarma y Acobamba (Tarma), así como las ordenanzas de Chiclayo, Tacna y de Alto de la Alianza (Tacna).


    Un segundo grupo de ordenanzas se distinguen del modelo anterior por la ampliación de causales de discriminación a temas como orientación sexual, indumentaria, actividad y condición de salud. Además, estas ordenanzas plantean lineamientos de políticas públicas, como la necesidad de promover la igualdad real entre los ciudadanos y el cumplimiento de la Ley de Atención Preferente.


    La primera de este tipo fue la ordenanza 294-MM de la Municipalidad de Miraflores (Lima), promulgada el 25 de agosto del 2008. Este modelo fue adoptado luego por otras dos municipalidades limeñas (Jesús María y Villa El Salvador) y por varias municipalidades lambayecanas: Illimo, Jayanca, Olmos, Picsi, San José y Zaña, así como la propia provincia de Lambayeque.


    El siguiente rango corresponde a lo que aquí se llama ordenanzas integrales, en las cuales el énfasis no está tanto en los derechos de los consumidores sino en evitar que las personas más vulnerables sean maltratadas en las instituciones públicas o privadas. Además, se busca enfrentar problemas como la indocumentación y la discriminación por indumentaria, que afectan a los campesinos, y evitar las prácticas discriminatorias dentro de las entidades estatales.


    La primera de estas normas fue la ordenanza 002-MPA, publicada por la Municipalidad de Abancay el 29 de febrero del 2008. En los meses posteriores, fueron promulgadas las ordenanzas de las municipalidades provinciales de Huamanga, Huancayo16, Chanchamayo, Sullana, Andahuaylas (Apurímac), Canchis y Urubamba (Cusco), Callao y Cajamarca. Existen también las ordenanzas distritales de San Juan Bautista, Jesús Nazareno (Huamanga), Matahuasi (Concepción, Junín), Majes17 (Arequipa), Catacaos, Belén (Loreto) y Lince (Lima).


    Finalmente, tenemos las ordenanzas regionales, que buscan trazar políticas públicas en ámbitos mucho más amplios, como la educación, la salud y el empleo. Hasta el momento existen cinco ordenanzas regionales, entre las cuales destaca la ordenanza 017-2008 del gobierno regional de Apurímac, que por su minuciosidad es la norma más completa aprobada hasta el momento contra la discriminación en el Perú. Además, en el año 2009 han sido promulgadas la ordenanza 001-2009 de Lambayeque, la ordenanza 010-2009 de Ayacucho, la ordenanza 145-GOB.REG-HVCA/CR de Huancavelica y la ordenanza regional 098-2009-GRJ/CR de Junín.


    Medidas de acción afirmativa


    En la mayor parte de ordenanzas se plantean medidas de acción afirmativa para promover la igualdad real entre la población, en contraposición a la «igualdad formal», lo cual implica enfrentar las condiciones de desigualdad existentes. En el caso del Callao, además de promover la igualdad real, la Municipalidad se compromete a acciones y programas contra la discriminación (art. 12, b).


    Estas ordenanzas disponen el cumplimiento de la Ley sobre Atención Preferente a personas mayores, madres gestantes o discapacitados18, en su jurisdicción. Pese a que el cumplimiento de esta norma era obligatorio en todo el Perú, las ordenanzas han venido a cobrar importancia porque en muchos lugares la ley no se conocía o no se aplicaba, por ejemplo, aduciendo que los campesinos ancianos o discapacitados están más acostumbrados a sufrir19.


    Las ordenanzas de Abancay, Apurímac, Ayacucho, Cajamarca, Callao, Canchis, Chanchamayo, Huamanga, Huancavelica, Jesús Nazareno, Majes, Matahuasi, San Juan Bautista, Sullana y Urubamba especifican que esta norma debe ser cumplida para todos, sin distinciones raciales o étnicas o por el lugar de origen. Las ordenanzas de Abancay, Cajamarca, Canchis, Huamanga, Huancayo, Majes, San Juan Bautista, Sullana y Urubamba precisan que los sectores tradicionalmente discriminados son las mujeres, personas con discapacidad y poblaciones campesinas e indígenas. La ordenanza de Cajamarca incluye además a niños y niñas, mientras que la de Villa El Salvador suma también a adolescentes y jóvenes (art. 3, inc. 1). Las personas de la tercera edad son mencionadas en las ordenanzas de Apurímac, Ayacucho y Huancavelica y la ordenanza de Villa El Salvador20.


    En el caso de las mujeres, la Municipalidad de Huancayo establece una medida adicional, al disponer que el principio de igualdad de género se ponga en práctica en todas las dependencias públicas y privadas de la provincia (art. 5)21.


    La ordenanza de San Juan Bautista y las ordenanzas regionales de Apurímac, Ayacucho, Huancavelica y Junín incluyen, como sectores que merecen políticas especiales a los desplazados por el conflicto armado. El gobierno regional de Ayacucho ha incluido a las víctimas del conflicto.


    Empleo de idiomas indígenas


    Hasta el momento, cuatro gobiernos regionales han reconocido como oficiales los idiomas indígenas: Cusco reconoció al idioma quechua como idioma oficial y ha establecido que todo el personal del gobierno regional debe manejar este idioma (ordenanza 025-2007-CRIGRC-Cusco). Apurímac dispuso que las dependencias públicas (colegios, comisarías, centros de esparcimiento, postas de salud, etcétera) deben emplear el quechua en el material impreso, la publicidad radial y televisiva, así como en sus avisos o carteles, habiéndose realizado diversos avances (Ordenanza 029-2007-CR-Apurímac).


    Por su parte, Ayacucho ha reconocido como oficial el quechua y también el asháninka, que se habla en algunos distritos de la provincia de San Miguel (Ordenanza 010-2008-GRA/CR) y se dispone también que los funcionarios deben manejar estos idiomas. Junín ha reconocido, además del quechua, al kakinte, el asháninka y el yanesha, que se hablan en las provincias de Chanchamayo y Satipo (Ordenanza 089-2008-GRJ/CR)22.


    Las municipalidades de Abancay y Huamanga disponen que el manejo del quechua será requisito para ser contratado y que se promoverá su aprendizaje entre los empleados que lo desconocen (art. 3 en ambas ordenanzas). La Municipalidad de Andahuaylas dispone que autoridades y funcionarios atiendan a las personas «dialogando en el idioma materno, el quechua o runasime, cuyo uso es oficial» (art. 4). A nuestro entender el término dialogar es expresado para profundizar la noción de que debe evitarse un trato displicente23. Por eso, se hace hincapié en la idea de «atención especial de respeto y cordialidad». Debe señalarse que esta obligación no se circunscribe a la Municipalidad sino que se extiende a todas las demás dependencias públicas y a las instituciones privadas, como bancos y ONG. Este artículo de la ordenanza de Andahuaylas debería servir como modelo para normas similares en la región andina, comenzando por las ordenanzas de las provincias cusqueñas de Canchis y Urubamba que no han abarcado esta problemática.


    Aunque el quechua no ha sido declarado oficial en Huancavelica, la ordenanza del gobierno regional dispone que en todas sus dependencias habrá personas que manejen esta lengua (art. 11).


    En cuanto a los idiomas amazónicos, la ordenanza de Chanchamayo ha establecido al asháninka como lengua de manejo obligatorio para todo nuevo funcionario a ser contratado por la Municipalidad. Se dispone también que debe emplearse el asháninka en anuncios que se coloquen dentro de la ciudad de La Merced (art. 3, d). Estas normas todavía no han sido implementadas, a diferencia de las disposiciones promulgadas en Ayacucho y Apurímac.


    Finalmente, la ordenanza 001 de la Municipalidad de Imaza-Chiriaco (Amazonas) reconoció como oficial al awajún, que debe ser empleado en avisos de instituciones públicas y privadas, incluidos los medios televisivos, radiales o electrónicos. La norma pone especial énfasis en las instituciones educativas y los centros de salud. Se dispone también que la parte resolutiva de ordenanzas y acuerdos del consejo sea transcrita en castellano y awajún, siendo la versión en castellano el documento de referencia.


    Respeto a la cultura andina o quechua


    El respeto a la cultura andina ha sido especialmente contemplado por las ordenanzas provinciales de Abancay, Andahuaylas y Urubamba y por la ordenanza regional de Lambayeque. Tomando en cuenta que la pertenencia a la cultura andina o quechua ha sido un factor frecuente de exclusión, las ordenanzas mencionadas promueven la participación efectiva de esta cultura en la vida social, política y cultural de las respectivas provincias. Las ordenanzas de Andahuaylas, Lambayeque y Urubamba, además, agregan la participación en la vida económica, que expresa como objetivo que los ciudadanos pertenecientes a dicha cultura no han de vivir en una economía marginal o de subsistencia.


    Las ordenanzas regionales de Apurímac, Ayacucho, Huancavelica y Junín han dispuesto que en ningún establecimiento público o privado de la región se someterá a trato displicente, esperas injustificadas o frases ofensivas a la población campesina, de rasgos andinos o indígenas, incluyendo los residentes en las ciudades.


    Discriminación en establecimientos públicos


    La mayoría de ordenanzas dispone la revocatoria de la licencia de funcionamiento o clausura definitiva para los locales discriminadores, así como una multa, que puede llegar a 5 UITs en el distrito limeño de Miraflores. En varias municipalidades se contempla la clausura temporal para la primera infracción.


    Es importante advertir que varias de estas normas están vigentes en zonas de concentración de turistas, como Urubamba, que comprende los distritos de Machupicchu, Yucay y Ollantaytambo, el distrito limeño de Miraflores, las ciudades de Cajamarca y Arequipa y el valle del Colca. El contenido de tales normas enfrenta el criterio de algunos operadores turísticos que todavía consideran que solo las personas de rasgos europeos merecen una atención adecuada. Frente a ese penoso panorama, sería muy adecuado que la Municipalidad del Cusco o el gobierno regional del Cusco establecieran ordenanzas similares.


    Varias municipalidades han dispuesto además, como requisito para el otorgamiento de licencia de funcionamiento, presentar una declaración jurada con el compromiso de no llevar a cabo acciones discriminatorias hacia el público24.


    Igualmente, en varias ordenanzas se ha dispuesto que los establecimientos comerciales deben contar con un cartel visible de 25 x 40 centímetros, que señale la prohibición de la discriminación en el local. La primera municipalidad en emitir esta disposición fue Sullana, seguida luego por Majes, Canchis y Callao. Las municipalidades de Miraflores (Lima), Jesús María, Villa El Salvador, Cajamarca, Picsi y Zaña dispusieron que el rótulo se refiera también a la prohibición de la discriminación en toda la jurisdicción municipal. De todos estos lugares, es en Miraflores donde ha habido el mayor cumplimiento de esta disposición: los supermercados Wong y Metro, el Banco Financiero, la Caja de Ahorros de Piura, Larcomar, el Banco Azteca, la tienda por departamentos Saga Falabella y otras entidades han colocado los mencionados carteles en lugares visibles.


    Las ordenanzas de las municipalidades de Miraflores (Lima), Jesús María, Belén, Cajamarca, Chanchamayo, Callao, Jayanca, Illimo, Olmos, San José, Zaña, Picsi y Villa El Salvador prohíben bajo pena de multa los anuncios con frases como «Se Reserva el Derecho de Admisión» o «Excelente Presencia»25. Esta prohibición se refiere al ámbito jurisdiccional de la municipalidad, por lo que también se incluyen aquellos que avisos que se difunden por los periódicos o por internet26. En el caso de la Municipalidad de Miraflores, la Defensoría ha intervenido también frente al contenido de avisos publicados en los periódicos.


    Discriminación a los indocumentados


    Frente a la situación de millares de peruanos indocumentados, las ordenanzas integrales han dispuesto que en ningún establecimiento público o privado se exigirá el DNI para condicionar el ingreso de una persona27. Se especifica que el DNI se usa solamente para comprobar la identidad de una persona. Es importante señalar que los indocumentados suelen ser personas pobres, especialmente mujeres, por lo que esta condición generaba la imposibilidad de que ellas pudieran realizar gestiones ante las autoridades estatales.


    La primera de estas ordenanzas, la de Abancay, logró en pocas semanas que el gobierno regional de Apurímac dejara de retener el DNI a las personas que ingresaban a sus instalaciones. Finalmente, también el gobierno regional incluyó en su ordenanza una disposición similar, que ha sido igualmente incorporada a la ordenanza de Huancavelica (art. 6 en ambas ordenanzas).


    Conducta discriminatoria de funcionarios


    Las ordenanzas integrales procuran evitar los actos discriminatorios por parte del personal municipal, para lo cual han prohibido el uso de expresiones discriminatorias. Se señala que quienes incurran en discriminación serán sancionados administrativamente28 y se les denunciará de acuerdo al artículo 323 del Código Penal. Las ordenanzas provinciales indican que esta prohibición también alcanza a los funcionarios de las municipalidades distritales y la ordenanza de Huancavelica extiende esta prohibición a todas las entidades públicas que funcionan en dicha región (art. 14).


    Las ordenanzas regionales de Apurímac, Ayacucho, Huancavelica y Junín y la ordenanza de Belén precisan que también están prohibidas las bromas discriminatorias, que muchas veces son empleadas para ofender a las personas mediante estereotipos negativos.


    Resulta interesante que en las municipalidades limeñas de Miraflores y Jesús María no se incluyeran sanciones para los funcionarios, porque se pensó que era imposible que estos cometieran un acto discriminatorio hacia los vecinos. Sin embargo, hubiera sido oportuno considerar que se trata de actos prohibidos. Varias ordenanzas han dispuesto que también podrán formularse denuncias contra el personal de empresas privadas29.


    Mecanismos de denuncia vecinal


    En la mayoría de ordenanzas se especifica a una o varias instancias municipales como responsables del cumplimiento de la norma. Normalmente se trata de la gerencia de Desarrollo Social, la gerencia de Fiscalización y la Policía Municipal.


    En algunos casos se establecen procedimientos para la intervención de los ciudadanos30. En Arequipa se señala que la identidad del denunciante quedará protegida para evitar posibles represalias. Si la denuncia carece de asidero real, se aplicará al denunciante la sanción prevista.


    En el Callao, además de encargarse la recepción de denuncias a las gerencias de Seguridad Ciudadana, Desarrollo Económico y Recepción Documental, se precisa también que las denuncias pueden realizarse por vía telefónica o por correo electrónico (art. 14). Se especifica que es función de la Municipalidad asistir legal y gratuitamente a las personas afectadas por la discriminación que no tengan recursos económicos (art. 12, c).


    En el distrito limeño de Miraflores se canaliza la denuncia directa de los ciudadanos a través de la Defensoría del Vecino, que cuenta con una dirección de correo electrónico específica y que está obligada a realizar las investigaciones correspondientes. Esta labor no impide que la subgerencia de Fiscalización y Control realice las acciones pertinentes. Esta iniciativa de la Municipalidad de Miraflores debería ser incorporada en los demás distritos.


    En Villa El Salvador, a partir de la denuncia, se dan cinco días de plazo a la subgerencia de Fiscalización y Control Ciudadano para realizar la correspondiente investigación. En Belén la denuncia se realiza ante la mesa de partes de la Municipalidad, pero será canalizada a la Comisión de Justicia, Paz y Derechos Humanos del Vicariato de Iquitos y esta entidad se encargará de las indagaciones. Es el único caso donde una entidad no estatal ejerce estas funciones.


    Capacitación


    Varias ordenanzas han dispuesto la realización de programas de capacitación sobre temas de no discriminación, dirigidos al personal de la institución y a la población. Muchas veces se dispone que deberán incluirse temas de derechos humanos. Hasta el momento, se han llevado a cabo numerosas actividades de capacitación y muchas acciones de difusión en los medios de comunicación locales, especialmente la radio. La Defensoría del Pueblo y las organizaciones de la sociedad civil han participado activamente en la difusión de las ordenanzas y la capacitación del personal de los gobiernos municipales o regionales.


    El problema reside en que la mayoría de medios mantienen y refuerzan estereotipos discriminatorios por motivos raciales, sexuales o de lugar de residencia. Al respecto, solamente la Municipalidad de Andahuaylas ha precisado que la prohibición de cometer actos discriminatorios incluye a los medios de comunicación.


    Principio de norma más favorable


    Las ordenanzas de Cajamarca y Belén y las ordenanzas regionales de Apurímac, Ayacucho y Huancavelica son hasta comienzos de 2010 las únicas que establecen que, cuando existan dudas sobre la interpretación o la aplicación de su texto, prevalecerá el criterio más favorable para la protección de la víctima de discriminación. Este principio debería ser asumido y hallarse generalizado.


    Las ordenanzas regionales


    Dado que la ordenanza de Lambayeque tiene un carácter más programático, en las siguientes líneas nos referiremos a las ordenanzas de Apurímac, Ayacucho, Huancavelica y Junín.


    En materia laboral, las ordenanzas regionales prohíben restringir la oferta de empleo o limitar el acceso, el ascenso o la permanencia en un puesto de trabajo según algún criterio discriminatorio. De manera taxativa, se prohíbe las exigencias de pruebas de embarazo o VIH, así como establecer como impedimento para acceder a un puesto laboral ser padre o madre, una situación que es muy frecuente en algunos lugares del país.


    Se dispone también la prohibición de incluir como requisito para la contratación la presentación de una fotografía reciente o «buena presencia», criterio que, por iniciativa del Ministerio de Trabajo debería universalizarse mediante una norma nacional, dado que estos dos requisitos tienen una frecuente carga discriminatoria.


    Con la finalidad de alcanzar mayor precisión, las ordenanzas de Apurímac y Huancavelica establecen también que están prohibidas las diferencias discriminatorias en remuneración, viáticos, comisiones, capacitaciones, prestaciones sociales y demás condiciones laborales, para trabajos iguales sobre la base de una causal discriminatoria. De esta manera, ambas ordenanzas llegan a ser más precisas que el propio decreto 019-2006-TR donde, en líneas generales, se señala que la discriminación en materia laboral es una falta grave.


    En el ámbito educativo, las ordenanzas disponen que no se puede negar el ingreso, expulsar o aplicar sanciones disciplinarias o presiones a los estudiantes por razones discriminatorias y se incluye entre estas: apariencia física, vestimenta (que afecta a los más pobres que no pueden adquirir uniforme o a los niños que usan ojotas), creencias políticas o filosóficas, orientación sexual o identidad de género, filiación o estado civil de sus progenitores. Tampoco puede discriminarse a una estudiante por estar embarazada, como ya señala el Código del Niño y del Adolescente.


    Las ordenanzas regionales establecen la prohibición de transmitir información en el ámbito educativo que pueda propiciar actitudes discriminatorias o considerar como inferiores a determinados grupos sociales. Igualmente, no se debe impedir el derecho a la educación en quechua a las personas campesinas. En rigor, este debería ser un derecho de toda la sociedad.


    De igual forma, por primera vez se busca enfrentar la discriminación religiosa en el ámbito educativo, estableciéndose que queda prohibido obligar a los miembros de la comunidad educativa a asistir a actividades o clases religiosas en cualquier nivel educativo. Este artículo evidentemente se refiere a la presencia de la religión católica, obligatoria en muchos centros educativos.


    En materia de salud, las ordenanzas regionales establecen que está prohibido negar o condicionar la atención médica por motivos discriminatorios, incluyendo la situación de pobreza. Se busca también garantizar que se atienda en quechua a todas las personas que lo necesiten.


    Desde el punto de vista cultural, para las mujeres campesinas resulta muy importante la obligación de contar con salas de parto adecuadas para el parto vertical, entre otras necesidades culturales. También debería plantearse la existencia de casas de acogida para que los familiares directos de la gestante puedan acompañarla y el parto en un centro de salud no constituya una ruptura con su entorno cotidiano.


    En cuanto a las personas con discapacidad, las ordenanzas regionales plantean modificar numerosas construcciones para dotarlas de acceso, ambientes y corredores adecuados, así como adecuar el diseño de las ciudades, especialmente en lo que se refiere a pistas y veredas, mediante rampas y la adecuación del tamaño de las veredas para su uso por personas con discapacidad.


    El cumplimiento de este artículo implicará diversos gastos por parte de las municipalidades de los cuatro departamentos. Solamente en Huamanga recientemente se han ensanchado muchas veredas del centro histórico, se han construido rampas y se han establecido varias calles peatonales.


    Para los sectores que padecen algunas formas específicas de discapacidad, las ordenanzas establecen que se deberá atender a quienes requieran formas de comunicación alternativas debido a una discapacidad auditiva o visual.


    Violencia política


    Las tres regiones fueron muy afectadas por la violencia, directamente ligada con el menosprecio de la vida de los campesinos, producida durante los años ochenta. De hecho, en muchos casos las fuerzas de seguridad se comportaron como si los campesinos fueran seres prescindibles, matando a decenas de ellos y asumiendo que nunca serían procesados por tales crímenes.


    Debido a ello, las ordenanzas de Apurímac, Ayacucho y Junín disponen que las conclusiones y recomendaciones de la Comisión de la Verdad y Reconciliación sean materia obligatoria de enseñanza en todos los niveles educativos. Igualmente, ambos gobiernos regionales se comprometen a implementar dichas recomendaciones y a aplicar en la región el Plan Integral de Reparaciones. Los tres gobiernos regionales han considerado necesario promover la inserción en la sociedad de las víctimas de la violencia.


    Cumplimiento


    En el distrito limeño de Miraflores, el escándalo producido por la detención y tortura de cuatro jóvenes de San Juan de Lurigancho en las inmediaciones de Larcomar afectó sustancialmente la imagen del municipio miraflorino, impulsándolo a tomar medidas para enfrentar las prácticas discriminatorias. La Municipalidad difundió la ordenanza en las publicaciones municipales y, para asegurar su cumplimiento, cuenta con inspectores y agentes especializados, como la Defensoría del Vecino, que han tenido permanente actividad al respecto. En general, se aprecia que en los distritos residenciales limeños las municipalidades tienen mayores posibilidades de hacer cumplir sus propias normas. Por eso hay un marcado contraste entre Miraflores y las municipalidades del interior del país respecto de los carteles contra la discriminación.


    En el nivel de las instancias estatales debe destacarse los casos de las municipalidades de Abancay y Andahuaylas, así como las de Huamanga, San Juan Bautista y Jesús Nazareno, que se han mostrado muy comprometidas para enfrentar problemas concretos como los derechos de las personas indocumentadas y la discriminación lingüística, para contrarrestar la cual han incorporado personal que habla quechua en la atención al público en diferentes áreas.


    En municipalidades y gobiernos regionales, las prácticas discriminatorias parecen haber disminuido marcadamente. Por ejemplo, mientras hace pocos años el servicio de serenazgo de Huancayo y Ayacucho hostilizaba los locales gays, ahora estos funcionan sin mayores cortapisas. Los participantes en los talleres sobre discriminación insisten en que la mayor discriminación hacia los campesinos se produce en el Banco de la Nación, en el trato a las mujeres que cobran el subsidio del programa Juntos. Igualmente se señala que todavía hay funcionarios de la RENIEC que maltratan a los campesinos.


    El movimiento contra el racismo


    El movimiento contra el racismo en el Perú es sumamente incipiente y reducido, pero ha tenido importantes logros. Podemos señalar sus orígenes en el año 1998, cuando la Sala Corporativa Transitoria de Derecho Público de la Corte Superior de Lima, en una sentencia del 2 de octubre de dicho año, señaló que los establecimientos abiertos al público podían seleccionar a sus clientes en el marco de la libertad de contratación y prohibió a INDECOPI intervenir al respecto (expediente 1720-98). Esta sentencia motivó un fuerte rechazo de la población, dirigentes políticos, medios de comunicación y especialmente de grupos afroperuanos y activistas por los derechos humanos. Se convocó a una gran manifestación de protesta ante uno de los locales racistas más conocidos, la discoteca The Edge. Meses después, el Congreso aprobó la ley 27049, que estableció la prohibición de discriminar a los consumidores.


    Sin embargo, fue luego de la publicación del Informe Final de la Comisión de la Verdad —cuando quedó confirmada la relación entre el racismo y la violencia sufrida por miles de peruanos—, que un grupo de activistas vinculados a la Coordinadora Nacional de Derechos Humanos, a universidades y diversas instituciones decidieron agruparse y conformar la Mesa contra el Racismo, en agosto de 2004. Las actividades de la Mesa contra el Racismo han buscado sensibilizar a la población peruana respecto a esta práctica y a las manifestaciones más visibles de discriminación. De esta manera, frente al programa de televisión La Paisana Jacinta, que ridiculizaba a las mujeres andinas, se convocó a una serie de acciones públicas que incluyeron un plantón en la puerta de Frecuencia Latina, el canal que difundía el programa. Estas protestas llevaron a que el programa fuera cancelado.
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